
Ciudad de México, 04 de julio de 2018. 
 
 
Versión Estenográfica de la Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales. 
 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muy buenas tardes, 
siendo las 12 con 02 minutos del  este miércoles 4 de julio de 2018, saludo a mis 
compañeras y compañeros Comisionados, y los siete damos la más cordial 
bienvenida a todas las personas que nos acompañan presencialmente y también a 
quienes nos hacen el favor de seguirnos a través de la Plataforma Nacional Digital 
del INAI.  
 
Secretario Técnico, le solicito verificar quórum, por favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Con su venía, 
Comisionado Presidente. 
 
Le informo que están presentes las y los comisionados Carlos Alberto Bonnin 
Erales, Oscar Mauricio Guerra Ford, Blanca Lilia Ibarra Cadena, María Patricia 
Kurczyn Villalobos, Rosendoevgueni Monterrey Chepov, Joel Salas Suárez y 
Francisco Javier Acuña Llamas.  
 
Hago de su conocimiento que existe quórum legal para sesionar, de conformidad 
con lo dispuesto por el numeral 21.2 de los lineamientos que regulan las sesiones 
del Pleno de este Instituto. 
 
Es cuanto, Comisionado Presidente.  
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Gracias. 
 
Compañeras, compañeros así las cosas, se declara abierta la sesión y, con su 
venia, procederíamos al desahogo de los asuntos presentados.  
 
El primer orden sería pedirle al Secretario, el primer punto, pedirle la lectura para 
proceder a la aprobación del Orden del Día.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: con gusto, 
Comisionado Presidente. 
 
Los asuntos a tratar en la presente sesión, son los siguientes: 
 
1.- Aprobación del Orden del Día y, en su caso, inclusión de asuntos generales.  
 



2.- Aprobación del proyecto de Acta de la Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto 
celebrada el 22 de junio de 2018.  
 
2.- Discusión y, en su caso, aprobación de los proyectos de resolución que 
someten a consideración de este Pleno, las y los comisionados ponentes.  
 
4.- Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de las denuncias por 
incumplimiento de obligaciones de transparencia que propone la Secretaría de 
Acceso a la Información, identificadas con las claves siguientes: DIT 0122/2018, 
interpuesta en contra de la Agencia de Investigación Criminal; DIT 0123/2018, 
interpuesta en contra de la Procuraduría General de la República; DIT 0125 y, DIT 
0126 las dos de 2018, interpuestas ambas en contra del Partido Movimiento 
Regeneración Nacional; la DIT 0128, interpuesta en contra de Auditoría Superior 
de la Federación.  
 
5.- Presentación, discusión y, en su caso, aprobación del proyecto de acuerdo 
mediante el cual se somete a consideración del Pleno la adición de un capítulo al 
Código de Ética del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales. 
 
6.- Presentación, discusión y, en su caso, aprobación del proyecto de acuerdo 
mediante el cual se somete a consideración del Pleno del Instituto determinar la 
procedencia y la excusa del Comisionado Carlos Alberto Bonnin Erales para 
conocer, tramitar, resolver y votar la resolución del recurso de revisión, identificado 
con la clave número RRA 4313/18, interpuesta en contra del Senado de la 
República.  
 
7.- Asuntos Generales.  
 
Es cuanto, Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muchas gracias.  
 
Compañeras, compañeros está a su disposición el orden por si ustedes quisieran, 
alguno, hacer algún agregado, sugerir algún punto. 
 
Si no, Secretario, recabar la votación.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Se somete a 
consideración de las y los comisionados el Orden del Día para la presente sesión, 
por lo que les solicito sean tan amables de expresar el sentido de su voto.  
 
Comisionado Bonnin.  
 
Comisionado Carlos Alberto Bonnin Erales: A favor.  
 



Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Guerra.  
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: A favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Ibarra.  
 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: A favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Kurczyn.  
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: Sí, a favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Monterrey.  
 
Comisionado Rosendoevgueni Monterrey Chepov: A favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Salas.  
 
Comisionado Joel Salas Suárez: A favor. } 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Presidente Acuña.  
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: A favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Queda aprobado 
por unanimidad el Orden del Día de esta sesión, sin que se hayan incluido asuntos 
generales.  
 
Es cuanto, Comisionado Presidente.  
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muchas gracias.  
 
El segundo punto del Orden del Día es la aprobación del Acta de la Sesión 
Ordinaria del 22 de junio de 2018.  
 
Secretario, si es tan amable… 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Con gusto. 
 



Me permito someter a su consideración el proyecto de Acta de la Sesión Ordinaria 
del Pleno del Instituto celebrada el 22 de junio de 2018, por lo que solicito sean tan 
amables de expresar el sentido de su voto.  
 
Comisionado Bonnin.  
 
Comisionado Carlos Alberto Bonnin Erales: A favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Guerra. 
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Ibarra. 
 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Kurczyn. 
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Monterrey. 
 
Comisionado Rosendoevgueni Monterrey Chepov: A favor. 
  
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Salas. 
 
Comisionado Joel Salas Suárez: A favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Presidente Acuña. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: A favor también. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Queda aprobada 
por unanimidad el Acta de la Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, 
celebrada el 22 de junio de 2018. 
 
Es cuanto Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muchas gracias, 
Secretario. 



 
Vamos a proceder con el tercer punto que corresponde a los proyectos de 
resolución en materia de  datos personales. 
 
Si es tan amable en dar lectura de los mismos. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Conforme a su 
instrucción Comisionado Presidente, en primer término doy cuenta a este Pleno de 
14 proyectos de resolución en los que se propone tener por no presentados 
sobreseer o desechar por causas distintas a la extemporaneidad, de los cuales 
dos de ellos corresponden a sobreseimientos por quedar sin materia, así como un 
proyecto de resolución en el que se propone desechar por extemporáneo que se 
encuentra enlistados en los numerales 3.3 y 3.4 del Orden del Día, aprobado para 
sesión respectivamente. 
 
Segundo, me permito dar cuenta de los proyectos de resolución de los recursos de 
revisión de fondo que se someten a consideración del Pleno para la presente 
sesión. 
 
El siguiente proyecto de resolución el sentido que propone es confirmar la 
respuesta del sujeto obligado. En este apartado se leerán asuntos de las siglas 
RRA, perdón, RRD de año 2018, salvo mención en contrario, de la Comisionada 
Kurczyn es el 0455 del Instituto Mexicano del Seguro Social. 
 
En los asuntos que a continuación se les da lectura, los proyectos proponen 
modificar la respuesta de la autoridad obligada. 
 
Del Comisionado Presidente Acuña, es el 0463 del Instituto Mexicano del Seguro 
Social. 
 
Del Comisionado Bonnin, es el 0499 de la Autoridad Educativa Federal en la 
Ciudad de México. 
 
Del Comisionado Guerra, es el 0474 y 0486, ambos del Instituto Mexicano del 
Seguro Social, y el 0514 de la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y 
Urbano. 
 
De la Comisionada Kurczyn, es el 0360 del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado. 
 
Y del Comisionado Salas, es el 0567 y 0574, ambos del Instituto Mexicano del 
Seguro Social. 
 
Ahora, señoras y señores Comisionados, doy cuenta a los proyectos de resolución 
cuyo sentido propuesto es revocar la respuesta de los sujetos obligados. 
 
Del Comisionado Bonnin, es el 0548 del Instituto Mexicano del Seguro Social. 



 
De la Comisionada Kurczyn, es el 0385 del Instituto Mexicano del Seguro Social. 
 
Del Comisionado Monterrey, es el 0489 del Instituto Mexicano del Seguro Social. 
 
Y del Comisionado Salas, es el 0504 del Registro Agrario Nacional. 
 
Asimismo, señoras y señoras Comisionados, doy cuenta de los proyectos de 
resolución cuyo sentido propuesto es ordenar al sujeto obligado dar respuesta. 
 
Del Comisionado Presidente Acuña, es el 0547 de la Universidad Pedagógica 
Nacional. 
 
Del Comisionado Guerra, es el 0542 de la Universidad Pedagógica Nacional. 
 
Y finalmente, me permito comentar que con fundamento en el numeral 6.18 y 
numeral 44 de los lineamientos que regulan las sesiones del Pleno del Instituto, 
los Comisionados hicieron del conocimiento de la Secretaría Técnica del Pleno 
que emitirán votos particulares en las resoluciones recaídas en los recursos de 
revisión identificadas con las claves siguientes, todos de las siglas RRD del año 
2018. 
 
En el 0360 del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado que propone a este Pleno la Comisionada Kurczyn, el Comisionado Salas 
presenta voto particular porque considera que debió preverse al particular para 
que acreditara la titularidad. 
 
Y en el 0504 del Registro Agrario Nacional que propone a este Pleno el 
Comisionado Salas, el Comisionado Presidente Acuña, la Comisionada Ibarra, el 
Comisionado Bonnin y el Comisionado Monterrey presentan voto particular porque 
consideran que no debió prevenirse al particular para acreditar la identidad porque 
lo hizo al presentar la solicitud. 
 
Con lo anterior se da cuenta a este Pleno de los votos particulares señalados. 
 
Es cuanto, Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muchas gracias, 
Secretario. 
 
Compañeras, compañeros están a su disposición los en materia de protección de 
datos personales. 
 
Si no hubiese separación de alguno, entonces procederíamos a continuar. 
 
Bueno, entonces por favor Secretario.  
 



Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Con gusto. 
 
Están a su consideración los proyectos de resolución previamente señalados, por 
lo que les solicito a las Comisionadas y Comisionados sean tan amables de 
expresar el sentido de su voto. 
 
Comisionado Bonnin. 
 
Comisionado Carlos Alberto Bonnin Erales: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Guerra. 
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Ibarra. 
 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Kurczyn. 
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Monterrey. 
 
Comisionado Rosendoevgueni Monterrey Chepov: A favor. 
  
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Salas. 
 
Comisionado Joel Salas Suárez: A favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Presidente Acuña. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: En consecuencia, 
se aprueban las resoluciones anteriormente relacionadas en los términos que 
fueron expuestas.  
 
Es cuanto, Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Gracias, Secretario. 



 
Pues vamos a proceder a hacer lo mismo, pero ahora respecto del pliego de 
asuntos que se encuentran en materia de derecho de acceso a la información. 
 
Si es tan amable en dar lectura. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Conforme a su 
instrucción, Comisionado Presidente. 
 
En primer término doy cuenta a este Pleno de 31 proyectos de resolución en los 
que se propone tener por no presentados, sobreseer o desechar por causas 
distintas a la extemporaneidad, de los cuales 29 de ellos corresponden a 
sobreseimientos por quedar sin materia que se encuentran listados en el numeral 
3.3 del Orden del Día, aprobado para esta sesión. 
 
Segundo. Doy cuenta de siete recursos de inconformidad que se encuentra listado 
en el numeral 3.5 del Orden del Día. 
 
Tercero. Doy cuenta de 19 recursos de revisión atraídos, que se encuentran 
listados en el numeral 3.6 del Orden del Día.  
 
Cuarto. Procedo a dar lectura de los números de expediente de los proyectos de 
resolución de recursos de revisión de fondo que se someten a votación del Pleno. 
 
En los asuntos que se leerán a continuación todos corresponden a las siglas RRA 
del año 2018, salvo mención en contrario. 
 
Del Comisionado Presidente Acuña es el 2406 de la Secretaría de Turismo, el 
2626 de la Secretaría de la Función Pública, el 2641 del Sindicato Nacional de 
Trabajadores del Seguro Social, el 2786 de la Secretaría de la Función Pública, el 
2876 de la Agencia de Investigación Criminal, el 3091 de la Policía Federal y el 
3227 del Hospital General de México "Doctor Eduardo Liceaga".  
 
Sí me permito confirmar que el sentido propuesto es confirmar la respuesta de los 
sujetos obligados, a eso corresponde este apartado.  
 
Del Comisionado Bonnin es el 3326 de la Procuraduría General de la República y 
el 3655 de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, y el recurso de 
inconformidad identificado con la clave RIA 0079/2018 del Instituto de 
Transparencia del Estado de Aguascalientes, y el recurso de atracción identificado 
con la clave RAA 0212/18 de la Delegación Benito Juárez. 
 
Del Comisionado Guerra son los recursos de revisión 2352 de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores; 3047 del Servicio de Administración Tributaria y 
3062 de Petróleos Mexicanos. 
 



De la Comisionada Ibarra es el 3153 de la Procuraduría General de la República; 
3412 y sus acumulados todos del Consejo de la Judicatura Federal; el 3552 de la 
Secretaría de Educación Pública; el 3650 de la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos; el 3706 de la Secretaría de Desarrollo Social. 
 
Y los recursos de atracción identificados con las claves, los dos de las siglas RAA 
del 2018, es el 0148 de la Oficialía Mayor y el 0256 de la Escuela de 
Administración Pública del Distrito Federal. 
 
De la Comisionada Kurczyn es el 2258 de la Universidad Autónoma Metropolitana; 
el 2273 de la Lotería Nacional para la Asistencia Pública; el 2308 del Consejo de 
la Judicatura Federal; el 2338 de Caminos y Puentes Federales de Ingresos y 
Servicios Conexos; el 2358 de la Secretaría de Cultura; el 2363 de Petróleos 
Mexicanos; el 2383 de la Secretaría de la Defensa Nacional; el 2433 de la 
Comisión Federal de Electricidad y el 2453 del Instituto Nacional Electoral; el 2538 
del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación. 
 
Me permito confirmar es el 2383 de la Secretaría de la Defensa Nacional. 
 
Del Comisionado Monterrey es el 2129 de AGROASEMEX S.A.; el 2754 de la 
Comisión Nacional para el Uso Eficiente de Energía; el 2979 del Instituto Federal 
de Telecomunicaciones; el 3069 del Tribunal Superior Agrario; el 3106 de la 
Oficina de la Presidencia de la República; el 3302 de la Secretaría de la Función 
Pública. 
 
Del Comisionado Salas es el 3667 de la Agencia de Investigación Criminal; el 
3821 de la Secretaría de la Función Pública; el 3975 de la Procuraduría General 
de la República. 
 
En los asuntos que a continuación se da lectura, los proyectos proponen modificar 
la respuesta de la autoridad obligada. 
 
Del Comisionado Presidente Acuña es el 2166 de la Secretaría de Agricultura, 
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; el 2186 de la Auditoría 
Superior de la Federación; el 2376 de la Secretaría de Educación Pública; el 2436 
del Instituto Nacional Electoral; el 2501 de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público; el 2951 del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los 
Trabajadores; el 2996 del Hospital General de México “Dr. Eduardo Liceaga”; el 
3101 de la Secretaría de Economía y el 3185 de la Secretaría de Gobernación. 
 
Del Comisionado Bonnin es el 3375 de la Procuraduría General de la República y 
el 3725 de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes. 
 
Los recursos de atracción identificados con las claves RAA del año 2018: el 0242 
de Servicios de Salud Pública del Distrito Federal y el 0272 de la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal. 
 



Del Comisionado Guerra es el 1046/2017-BIS, y el 2802, ambos de la Secretaría 
de Comunicaciones y Transportes; el 2502 de la Auditoría Superior de la 
Federación; el 2537 de la Secretaría de Relaciones Exteriores; el 2577 de la 
Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo; el 2727 de la 
Junta Federal de Conciliación y Arbitraje; el 2857 de la Exportadora de Sal S.A. de 
C.V.; el 2912 de NOTIMEX, Agencia de Noticias del Estado Mexicano; el 3067 del 
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes; el 3110 de la Comisión 
Reguladora de Energía y los recursos de atracción, identificados con las claves 
RA del año 2018, es el 0075 y 0177, ambos de la Junta de Asistencia Privada del 
Distrito Federal y, el 0135 de la Secretaría de Movilidad.  
 
De la Comisionada Ibarra, es el 3160, de la Secretaría de Turismo; el 3384, de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores; el 3496, del Instituto Politécnico 
Nacional; el 3601, del Partido Acción  Nacional y; el 3748, de la Universidad 
Nacional Autónoma de México.  
 
De la comisionada Kurczyn, es el 2283, del Instituto Mexicano del Seguro Social y 
también del mismo sujeto obligado es el 2323 y 2373; el 2348, de la Secretaría de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; el 2368, de Universidad Autónoma 
Metropolitana; el 2398, del Servicio de Administración Tributaria; el 2403, de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes y; el 3678, de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores; los recursos de atracción identificados con las claves RAA 
del año 2018, es el 077 de la Junta de Asistencia Privada del Distrito Federal y el 
0113, de la Secretaría de Finanzas.  
 
Del Comisionado Monterrey, es el 2419, del Instituto Nacional Electoral; el 2649 y 
sus acumulados, todos del Consejo de la Judicatura Federal; el 2769, del Hospital 
Regional de Alta Especialidad de Oaxaca; el 2884, del Servicio de Administración 
y Enajenación de Bienes; el 3113, del Centro Nacional de Planeación, Análisis e 
Información para el Combate a la Delincuencia. 
 
Del Comisionado Salas, es el 2225, del Instituto Politécnico Nacional; el 2905 y 
sus acumulados, todos de NOTIMEX Agencia de Noticias del Estado Mexicano; el 
2945, de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes; el 23, perdón, el 3275, 
de Pronósticos para la Asistencia Pública; el 3345, de la Autoridad Federal para el 
Desarrollo de las Zonas Económicas Especiales; el 3688 y 3695 ambos de la 
Secretaría de Educación Pública; el 3891 y su acumulado, del Grupo 
Aeroportuario de la Ciudad de México, S. A. de C. V.  
 
Ahora, señoras y señores comisionados, doy cuenta de los proyectos de 
resolución, cuyo sentido propuesto es revocar la respuesta de los sujetos 
obligados.  
 
Del Comisionado Presidente Acuña, es el 2461, de la Comisión Federal de 
Electricidad; el 2916, de la Secretaría de Economía.  
 



Del Comisionado Bonnin, es el 3459, de NOTIMEX Agencia de Noticias del Estado 
Mexicano y el recurso de atracción, identificado con la clave RAA 0218/2018, de la 
procuraduría General de Justicia del Distrito Federal.  
 
Del Comisionado Guerra, es el 2882, de la Secretaría de Desarrollo Agrario, 
Territorial y Urbano y el recurso de atracción, identificado con la clave RAA 
0213/18, de la Delegación Benito Juárez.  
 
De la Comisionada Ibarra, es el 3608, de la Universidad Pedagógica Nacional y el 
recurso de atracción, identificados con las claves RAA del año 2018; el 0250, del 
Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México  y; el  0280, del Partido 
Movimiento Regeneración Nacional.  
 
De la Comisionada Kurczyn, es el 2333, de la Auditoría Superior de la Federación.  
 
Del Comisionado Monterrey, es el 3054 del Instituto Mexicano de la Propiedad 
Industrial y el 3365 de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como el 
recurso de atracción identificado con la clave RAA 0144/2018 de la Secretaría de 
Finanzas. 
 
Del Comisionado Salas, es el 3471 de la Comisionado Nacional del Agua; el 3828 
de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje y el 4010 de Petróleos Mexicanos. 
El recurso de inconformidad identificado con la clave RIA 0078/2018 de la 
Comisión de Transparencia, Acceso a la Información del estado de Nuevo León. 
 
Asimismo, señoras y señores Comisionados, doy cuenta del proyecto de 
resolución cuyo sentido propuesto es ordenar al sujeto obligado dar respuesta. 
 
Del Comisionado Presidente Acuña, es el 2121 del Consejo de la Judicatura 
Federal. 
 
Ahora bien, me permito comentar que con fundamento en el numeral 6.18 y 
numeral 44 de los lineamientos que regulan las sesiones del Pleno del Instituto, el 
Comisionado Joel Salas Suárez, hizo del conocimiento de la Secretaría Técnica 
del Pleno que emitirá votos disidentes en los recursos de revisión atraídos en 
materia de acceso a la información que se encuentran enlistados en el numeral 
3.6 del Orden del Día aprobado para esta sesión, porque considera que los 
recursos de revisión en cuestión no debieron atraerse porque no se justificó 
debidamente los requisitos de interés y trascendencia, no se atiende el principio 
pro persona y se incurre a una evasión de competencia respecto de la Ciudad de 
México. 
 
Asimismo, los Comisionados hicieron del conocimiento de la Secretaría Técnico 
del Pleno que emitirán votos disidentes y particulares en la resolución recaídas en 
los recursos de revisión identificados con las claves siguientes, salvo mención en 
contrario, los asuntos que se leerán a continuación son de las siglas RRA del año 
2018. 



 
Empezamos con el RRA 1046/2017-BIS de la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes que propone a este Pleno el Comisionado Guerra. El Comisionado 
Bonnin presenta voto particular porque considera que la información de las 
personas morales debe clasificarse por artículo 113, fracción I y no por la fracción 
III; y el Comisionado Salas presenta voto particular porque considera que los datos 
de las personas morales deben clasificarse con fundamento en la fracción I del 
artículo 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública. 
 
En el 2121 del Consejo de la Judicatura Federal que propone a este Pleno el 
Comisionado Presidente Acuña, el Comisionado Salas presenta voto disidente 
porque considera que se está desbordando la litis. 
 
En el 2225 del Instituto Politécnico Nacional que propone por cortesía a este Pleno 
el Comisionado Salas. El Comisionado Presidente Acuña presenta voto disidente 
porque considera que la información relativa a los puntos 1, 4, 5, 6, 7, 8, 13, 14, 16 
y 17 de la solicitud, actualiza la causal de reserva prevista en el artículo 110, 
fracción X de la ley de la materia, toda vez que existe un juicio mercantil en 
trámite. 
 
El Comisionado Bonnin, presenta voto particular porque considera que debemos 
allegarnos de mayores elementos para determinar si parte de la información 
solicitada forma parte de un procedimiento de responsabilidad en trámite, ya que 
es el caso, la información debería ser clasificada con fundamento en el artículo 
110, fracción IX de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública. 
 
Asimismo, ya que los datos de las personas morales deben clasificarse con 
fundamento en el artículo 113, fracción I de la ley en comento y no por la fracción 
III del mismo artículo. 
 
El Comisionado Guerra presenta voto particular porque considera que los 
documentos identificados en los numerales 4, 5, 6, 7, 9,13 y 14 no actualizan la 
reserva prevista en el artículo 110, fracción X. 
 
El Comisionado Monterrey y el Comisionado Salas presentan voto particular 
porque consideran que algunos datos deben clasificarse por artículo 113, fracción 
I y no por la fracción III de ese artículo. 
 
En el 2333 de la Auditoría Superior de la Federación que propone a este Pleno la 
Comisionada Kurczyn, el Comisionado Salas presenta voto disidente por 
desbordamiento de litis. 
 
En el 2376 de la Secretaría de Educación Pública que propone a este Pleno el 
Comisionando Presidente Acuña, el comisionado Salas presenta voto disidente 
por desbordamiento de litis.  



 
En el 2436 del Instituto Nacional Electoral que propone a este Pleno el 
Comisionado Presidente Acuña, el Comisionado Salas presenta voto particular, 
porque considera que respecto del punto 5 se puede dar acceso a las denuncias 
firmes o no, condenatorias o absolutorias.  
 
En el 2453 del Instituto Nacional Electoral que propone a este Pleno la 
Comisionada Kurzcyn, el Comisionado Salas presenta voto particular por 
desbordamiento de litis. 
 
En el 2501 de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que propone a este 
Pleno el Comisionado Presidente Acuña, el Comisionado Bonnin presenta voto 
disidente porque considera que debe sobreseerse el recurso de revisión, ya que 
no es necesario que se instruya al sujeto obligado para que a través de su Comité 
de Transparencia emita una nueva acta clasificando la información sólo por una de 
las causales invocadas. 
 
Lo anterior,  ya que si bien el sujeto obligado, a través de su Comité, invocó un 
supuesto de clasificación que considera improcedente, también incluyó el que 
resulte aplicable al caso concreto, de manera que es innecesario generar otro acto 
de autoridad que derivaría en un acto de molestia del solicitante, notificando una 
nueva resolución en la que se clasifique la información cuando basta que este 
Instituto en su resolución confirme la clasificación del sujeto obligado respecto de 
la causal que se actualiza en el caso concreto y se determine la improcedencia de 
la otra o se deje insubsistente. 
 
En el 2537 de la Secretaría de Relaciones Exteriores que propone a este Pleno el 
Comisionado Guerra, el Comisionado Bonnin presenta voto disidente porque 
considera que no es necesario que se instruya al sujeto obligado para que a través 
de su Comité de Transparencia emita una nueva acta clasificando la información 
sólo por una de las causales invocadas.  
 
Lo anterior, ya que si bien el sujeto obligado a través de su Comité invocó un 
supuesto de clasificación que se considera improcedente, también incluyó el que 
resulte aplicable al caso concreto, de manera que es innecesario generar otro acto 
de autoridad que se derivaría en un acto de molestia del solicitante, notificándole 
una nueva resolución en la que se clasifique la información cuando basta que este 
Instituto en su resolución confirme la clasificación del sujeto obligado respecto de 
la causal que actualice en el caso concreto y se determine la improcedencia de la 
otra o se deje insubsistente, máxime que conforme al artículo 157 de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, este Instituto tiene la 
facultad para modificar el acto del  sujeto obligado, robustece lo anterior en 
razonamiento que el sujeto obligado ya efectuó un acto jurídico válido con una 
prueba de daño validada por este Instituto, por lo que al instruir una nueva 
resolución del Comité sin modificar ningún aspecto de la causal procedente, 
resultaría un acto de autoridad innecesario. 
 



El Comisionado Salas presenta voto particular porque no está de acuerdo con que 
se clasifique el número de serie y las partes del equipo de cómputo. 
 
En el 2577 de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo que propone a este Pleno el Comisionado Guerra, el Comisionado 
Bonnin presenta voto disidente porque considera que no es necesario que se 
instruya al sujeto obligado para que a través de su Comité de Transparencia emita 
una nueva acta clasificando la información sólo por una de las causales 
invocadas.  
 
Lo anterior, ya que si bien el sujeto obligado a través de su Comité invocó un 
supuesto de clasificación que se considera improcedente, también incluyó en el 
que resulte aplique el caso concreto, de manera que es innecesario generar otro 
acto de autoridad que se derivaría en un acto de molestia del solicitante, 
notificando una nueva resolución en la que se clasifique la información cuando 
basta que este Instituto en su resolución confirme la clasificación del sujeto 
obligado respecto de la causal que actualiza el caso concreto y se determine la 
improcedencia de la otra o se deje insubsistente, máxime que conforme al artículo 
157 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, este 
Instituto tiene la facultad para modificar el acto del sujeto obligado. 
 
Robustece lo anterior el razonamiento que el sujeto obligado ya efectuó una acto 
jurídico válido, con una prueba de daño validada por este Instituto, por lo que 
instruye a generar una nueva resolución del Comité sin modificar ningún aspecto 
de la causal procedente resultaría un acto de autoridad innecesario. 
 
El Comisionado Salas presenta voto particular porque no está de acuerdo con que 
se clasifique el número de serie y las partes del equipo de cómputo. 
 
En el 2786 de la Secretaría de la Función Pública que propone a este Pleno el 
Comisionado Presidente Acuña, el Comisionado Guerra presenta voto disidente 
porque considera que se debe de hacer un análisis constancia por constancia y 
dar acceso a una versión pública. 
 
En el 2857 de la Exportadora de Sal S.A. de C.V., que propone a este Pleno el 
Comisionado Guerra, el Comisionado Bonnin y el Comisionado Salas presentan 
voto particular porque consideran que debe reservarse por artículo 110, fracción 
XIII, en relación con la Ley de Propiedad Industrial. 
 
En el 2905 de NOTIMEX, Agencia de Noticias del Estado Mexicano, 2905 y sus 
acumulados que proponen por cortesía a  este Pleno el Comisionado Salas, el 
Comisionado Bonnin y el Comisionado Salas presentan voto particular porque 
consideran que se debe clasificar la información de personas morales por artículo 
113, fracción I. 
 



En el 2916 de la Secretaría de Economía que propone a este Pleno el 
Comisionado Presidente Acuña, el Comisionado Salas presenta voto disidente por 
desbordamiento de Litis. 
 
En el 2945 de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes que propone a este 
Pleno el Comisionado Salas, el Comisionado Presidente Acuña Presenta voto 
disidente porque considera que se actualiza la reserva de la información, con 
fundamento en la fracción VI del artículo 110 de la Ley de la materia, toda vez que 
queda inmersa en auditoría en trámite. 
 
El Comisionado Bonnin presenta voto particular por lo que respecta a la 
información contenida, en las auditorías está en etapa de presentación de informe 
resultados, pues estima que se actualiza la causal de reserva prevista en la 
fracción VI del artículo 110 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, en tanto que el procedimiento de auditoría no ha concluido. 
 
Por otra parte, el expediente OIC 040/2014 de la cual se instruye su entrega, 
resultaba procedente allegarse de mayores elementos para determinar si las 
documentales que se encuentran inmersas en él, a su vez se encuentran en los 
demás expedientes de la auditoría en trámite, ya que en este último caso tendría 
que clasificarse por artículo 110, fracción VI de la Ley. 
 
La Comisionada Kurczyn presenta voto particular porque considera que se 
actualiza la reserva de la información relativa a las auditorías que se encuentran 
en espera del informe de resultados con fundamento en la fracción VI del artículo 
110 de la Ley de la materia. 
 
Y el Comisionado Monterrey presenta voto particular porque considera que la 
información debe clasificarse por artículo 110, fracción VI. 
 
En virtud de no lograrse la mayoría de votos en el sentido propuesto me permito 
sugerir un engrose en el sentido de reserva la información por el artículo 110, 
fracción VII de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 
En este caso, en el caso del engrose, el Comisionado Guerra ha manifestado que 
presentará un voto disidente porque considera que no se actualiza la causal de 
reserva prevista en la fracción VI del artículo 110, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y era procedente ordenar que se 
concediera el acceso en versión pública la información tanto del expediente como 
el incidente. 
 
El Comisionado Salas presenta voto disidente por considera que no se actualiza la 
clasificación en términos del artículo 110, fracciones VI, VIII, XI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  
 
Y la Comisionada Ibarra presenta voto disidente, porque considera que no se 
actualiza la causal de reserva prevista en la Fracción VI del artículo 110 de la Ley 



Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública y, era procedente 
ordenar que se concediera el acceso en versión pública a la información. 
 
Me permito señalar que conforme a la estadística, el engrose se asigna a la 
ponencia del Comisionado Presidente Acuña.  
 
En el 2951, del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los Trabajadores 
que propone a este Pleno el Comisionado Presidente Acuña, la Comisionada 
Kurczyn presenta voto particular, porque considera que el punto dos se está, en el 
punto dos se está revelando información confidencial de trabajadores contratados 
por Out Sourcing. 
 
En el 3160 de la Secretaría de Turismo que propone a este Pleno la Comisionada 
Ibarra, el Comisionado Salas presenta voto particular, porque considera que no se 
actualiza la clasificación del número de serie y parte de los equipos de cómputo.  
 
En el 3192, de la Cámara de Diputados que propone a este Pleno el Comisionado 
Presidente Acuña, el Comisionado Salas presenta voto particular por el 
desbordamiento de litis.  
 
En el 3275, de Pronósticos para la Asistencia Pública que propone por cortesía a 
este Pleno el Comisionado Salas, el Comisionado Bonnin presenta voto particular, 
porque considera que la información de personas morales debe clasificarse con 
fundamento en el artículo 113, fracción I de la ley y no por la diversa fracción III del 
mismo artículo.  
 
El Comisionado Guerra presenta voto particular, porque considera que el número 
de terminal y el número de agencia no se ubica en el supuesto de reserva, 
previsto en la fracción V del artículo 110 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública.  
 
El Comisionado Monterrey presenta voto particular, porque considera que la 
denominación de personas morales se debe clasificar por artículo 113, fracción I y 
no por la fracción III de ese artículo. 
 
Y el Comisionado Salas presenta voto particular, porque considera que los datos 
de las personas morales deben clasificarse con fundamento en la fracción I del 
artículo 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública.  
 
En el 3326, de la Procuraduría General de la República que propone a este Pleno 
el Comisionado Bonnin, el Comisionado Presidente Acuña presenta voto disidente, 
porque considera que la información relativa al número de policías federales 
ministeriales no es susceptible de reserva, por lo que debe entregarse.  
 
La Comisionada Ibarra presenta voto particular, porque considera que la reserva 
que actualiza la información consistente en el número de policías ministeriales que 



tiene asignados la FEADLE ESPRO 110, fracción VII en la percusión de los 
delitos. 
 
El Comisionado Guerra y el Comisionado Salas presentan voto disidente, porque 
consideran que es público el número de policías ministeriales adscritos a la 
Fiscalía Especializada.  
 
En el 3345, de la Autoridad Federal para el Desarrollo de las Zonas Económicas 
Especiales que propone a este Pleno el Comisionado, por cortesía, el 
Comisionado Salas, el Comisionado Salas presenta voto particular por 
desbordamiento de litis.  
 
En el 3384, de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores que propone a este 
Pleno la Comisionada Ibarra, el Comisionado Bonnin presenta voto particular, 
porque considera que la información de las personas morales debe clasificarse 
con fundamento en el artículo 113, fracción I de la ley y no por la diversa fracción 
III del mismo artículo.  
 
El Comisionado Salas presenta voto particular, porque considera que la 
denominación de las personas morales se debe de clasificar por artículo 113, 
fracción I y no por la fracción III de ese mismo artículo. 
 
En el 2459, de NOTIMEX Agencia de Noticias del Estado Mexicano que propone a 
este Pleno el Comisionado Bonnin, el Comisionado Salas presenta voto particular 
por desbordamiento de litis.  
 
En el 3471, de la Comisión Nacional del Agua que propone a este Pleno el 
Comisionado Salas, el Comisionado Presidente Acuña presenta voto particular por 
considerar que se actualiza el artículo 110, fracción XI; el Comisionado Bonnin, 
presenta voto disidente porque considera que los expedientes deben ser 
clasificados con fundamento en el artículo 110, fracción XI de la ley de la materia, 
con excepción de la información que sobre los títulos de concesión ya se 
encuentre en fuente de acceso público; y la Comisionada Kurczyn presenta voto 
disidente porque considera que deben allegarse de mayores elementos. 
 
En el 3688 de la Secretaría de Educación Pública que presenta a este Pleno por 
cortesía el Comisionado Salas, el Comisionado Salas presenta voto particular por 
desbordamiento de litis. 
 
En el 3695, también de la Secretaría de Educación Pública que propone por 
cortesía a este Pleno el Comisionado Salas, el Comisionado Salas presenta voto 
disidente por desbordamiento de litis. 
 
En el 3828 de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje que propone a este 
Pleno el Comisionado Salas, el Comisionado Presidente presenta voto disidente 
porque considera que se debe reservarse el incidente de ejecución del laudo con 
fundamento en la fracción XI del artículo 110 de la ley de la materia, toda vez que 



aún se encuentra en trámite, así como a incluir, instruir, perdón, así como a instruir 
a la entrega de la versión pública del expediente principal y del laudo, testando 
únicamente la información confidencial. 
 
El Comisionado Bonnin, presenta voto disidente porque considera que únicamente 
debe darse acceso a una versión pública de la resolución del procedimiento 
laboral y reservarse el expediente, incluyendo las constancias de la ejecución, con 
fundamento en el artículo 110, fracción XI de la ley de la materia. 
 
El Comisionado Monterrey, presenta voto disidente porque considera que se debe 
reservar por artículo 110, fracción XI el expediente y la resolución. 
 
La Comisionada Kurczyn, presenta voto disidente porque considera que debe 
hacerse un análisis diferenciado y ordenarse la entrega de la resolución en versión 
pública y del expediente de juicio laboral y reservar las constancias que integran el 
incidente de ejecución de laudo por estar en trámite en términos del artículo 110, 
fracción XI de la Ley Federal de la materia. 
 
Al respecto, me permito señalar que en virtud de no lograrse la mayoría de los 
votos en el sentido propuesto, me permito sugerir el engrose en el sentido de 
entregar la versión pública del expediente del juicio laboral y del laudo, reservando 
las constancias que integran el incidente de ejecución del laudo con fundamento 
en el artículo 110, fracción XI. 
 
Al respecto se han presentado sus votos disidentes y particulares, respecto del 
engrose el Comisionado Guerra presenta voto disidente porque considera que se 
debe conceder el acceso al expediente solicitado en versión pública. 
 
El Comisionado Salas presenta voto disidente porque considera que debía otorgar 
acceso al expediente solicitado principal e incidente de ejecución en versión 
pública. 
 
El Comisionado Bonnin, presenta voto particular porque considera que el 
expediente también actualiza la reserva prevista en la fracción XI del artículo 110 
de la materia. 
 
El Comisionado Monterrey, presenta voto particular porque considera que el 
expediente también actualiza la reserva prevista en la fracción XI del artículo 110 
de la materia. 
 
Y en el caso, en la misma nota ponencia de la Comisionada Ibarra, precisa que en 
el caso de la instrucción abarcara la entrega del expediente principal en el 
incidente de ejecución, se presentará voto particular por considerar que éste 
último debe ser reservado. 
 
Me permito señalar que, en este caso, por estadística se asigna la ponencia del 
Comisionado Presidente la realización del engrose. 



 
En el 3863 de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que propone por 
cortesía a este Pleno el Comisionado Salas, el Comisionado Guerra presenta voto 
disidente por considerar que se debió sobreseer y no analizar la respuesta en 
alcance; y el Comisionado Salas presenta voto particular por considera que debió 
sobreseer y no analizar la respuesta en alcance. 
 
En el RIA 0079/18 del Instituto de Transparencia del Estado de Aguascalientes 
que propone a este Pleno la Comisionada Bonnin, el Comisionado Monterrey 
presenta voto disidente porque considera que debió sobreseerse porque no se 
actualice ninguna causal de procedencia. 
 
Los siguientes recursos de informidad que se leerán, todos son del Instituto 
Morelense de Información Pública y Estadística: 
 
En el RIA 017/18, que propone a este Pleno la Comisionada Kurczyn, en el RIA 
0112/18l que propone a este Pleno el Comisionado Guerra, y en el RIA 0114 que 
propone a este Pleno la Comisionada Kurczyn y en el RIA 0115, que propone a 
este Pleno el Comisionado Monterrey, los Comisionados Bonnin, Ibarra y Salas 
presentaron votos particulares porque consideran que el cómputo del plazo para 
determinar la fecha límite para la emisión de la resolución de los órganos garantes 
locales debe iniciar al día siguiente de la emisión del recurso de revisión y no así 
el mismo día en que se acordó ésta.  
 
Asimismo, en el RIA 0109/2018 del Instituto Morelense de Información Pública y 
Estadística que propone a este Pleno el Comisionado Salas, el Comisionado 
Presidente Acuña, el Comisionado Guerra, el Comisionado Monterrey y la 
Comisionada Kurczyn presentan voto particular porque consideran que el cómputo 
del plazo para determinar la fecha límite para la emisión de la resolución del 
órgano garante debe iniciar el día de la admisión.  
 
Me permito precisar que en este caso da lugar a un engrose en el sentido de 
considerar que el cómputo del plazo para determinar la fecha límite para la 
admisión de la resolución debe iniciar al día siguiente de la admisión, y en este 
caso han presentado votos particulares el Comisionado Bonnin y el Comisionado 
Salas, porque el cómputo del plazo para determinar la fecha límite para la emisión 
de la resolución del órgano garante local debe iniciar al día siguiente de la 
admisión del recurso de revisión, no es el día que se acordó ésta. Y la 
Comisionada Ibarra se adhiere al voto particular anunciado. 
 
Este asunto se envía para su engrose a la ponencia del Comisionado Guerra. 
 
Asimismo, me permito precisar los otros dos engroses, porque hubo una 
confusión. En el RRA 3828/18 se envía la ponencia del Comisionado Presidente 
Acuña y en el RRA 2945 se envía a la ponencia del Comisionado Monterrey para 
su engrose. 
 



En los recursos de atracción identificados con las claves RAA del año 2018, salvo 
mención en contrario, en el 0135 de la Secretaría de Movilidad, que propone a 
este Pleno el Comisionado Guerra, el Comisionado Presidente Acuña y el 
Comisionado Bonnin presentan voto disidente porque consideran que se actualiza 
la reserva prevista en el artículo 183, fracción VII, y el Comisionado Salas 
presenta voto disidente porque considera que el recurso de revisión en cuestión 
no debió atraerse porque no se justificó debidamente los requisitos de interés y 
trascendencia, no se atiende el principio pro persona y se incurre en una invasión 
de competencia respecto de la Ciudad de México. 
 
En el 0177 de la Junta de Asistencia Privada del Distrito Federal que propone a 
este Pleno el Comisionado Guerra, el Comisionado Bonnin presenta voto 
particular porque considera que se debe de clasificar la información de personas 
morales con fundamento en el artículo 183, primer párrafo de la Ley de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la 
Ciudad de México. 
 
Y el Comisionado Salas presenta voto disidente porque considera que el recurso 
de revisión en cuestión no debió atraerse porque no se justificó debidamente los 
requisitos de interés y trascendencia, no se atiende el principio pro persona y se 
incurre en una invasión de competencias respecto de la Ciudad de México. 
 
En el 0250 del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México que propone a 
este Pleno la Comisionada Ibarra, el Comisionado Bonnin presenta voto disidente 
porque considera que al haberse proporcionado información indebidamente, ya no 
puede ordenarse su clasificación por tratarse de un hecho irreparable, por lo tanto 
sugiere sobreseer el recurso manteniendo la vista a la Contraloría. 
 
Y el Comisionado Salas presenta un voto disidente porque considera que el 
recurso de revisión en cuestión no debió atraerse porque no se justificó 
debidamente los requisitos de interés y trascendencia, no se atiende el principio 
pro persona y se incurre en una invasión de competencias respecto a la Ciudad de 
México. 
 
Con lo anterior se da cuenta a este Pleno de los votos disidentes y particulares 
señalados. 
 
Es cuanto, Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muchas gracias, 
Secretario.  
 
Pues hemos escuchado esta referencia larga, sí, porque son muchos los asuntos 
que semanalmente resolvemos y esta no es la excepción. 
 
Pero me gustaría que los compañeros, compañeras, está abierta, queda a su 
disposición el poder elegir, el poder escoger entre estos asuntos los que se 



puedan, los que se desee separar para su resolución en el, para su discusión por 
separado. 
 
Sí, el Comisionado Joel Salas Suárez. 
 
Comisionado Joel Salas Suárez: Muy buenas tardes, compañeras y compañeros 
de Pleno. Pediría por favor que se separe de la votación en bloque el recurso de 
inconformidad con la clave 78/2018, interpuesto en contra de la Comisión de 
Transparencia de Nuevo León, para que una vez que sea discutido pueda ser 
votado en lo particular. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Sí, como no, 
Comisionado Salas. 
 
La Comisionada Blanca Lilia Ibarra. 
 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: Gracias. Buenas tardes. Solicito 
también sea separado el recurso RRA 3496/2018 del Instituto Politécnico 
Nacional. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Y un servidor solicita 
similar tratamiento para el RRA 2461/2018. 
 
Favor de. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Con gusto. 
 
Una vez mencionados los votos disidentes y particulares me permito informar que 
se han separado tres proyectos para su discusión y votación en lo individual que 
son los siguientes: 
 
 
De las siglas RRA del año 2018, es el 2461 de la Comisión Federal de Electricidad 
y el 3496 del Instituto Politécnico Nacional, así como el RIA 0078/18, de la 
Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Estado de Nuevo León.  
 
Por lo que están a su consideración el resto de los proyectos de resolución en los 
términos descritos y, les solicito sean tan amables de expresar el sentido de su 
voto. 
 
Comisionado Bonnin. 
 
Comisionado Carlos Alberto Bonnin Erales: Con los proyectos y las 
precisiones.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Gracias.  
 



Comisionado Guerra.  
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: A favor, con los votos particulares y 
disidentes, respectivos.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Ibarra.  
 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: A favor, también con las precisiones 
ya descritas.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Kurczyn.  
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: También a favor, con los 
comentarios y votos que se han hecho.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Monterrey. 
 
Comisionado Rosendoevgueni Monterrey Chepov: Del mismo modo, a favor 
con las salvedades.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Salas.  
 
Comisionado Joel Salas Suárez: A favor, con las salvedades expresadas.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Presidente Acuña.  
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: A favor, igualmente.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: En consecuencia, 
se aprueban las resoluciones anteriormente relacionadas en los términos que 
fueron expuestas.  
 
Es cuanto, Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muchas gracias, 
Secretario.  
 
Vamos a hacer un paréntesis inusual, pero que lo hemos comentado los siete, hay 
momentos tristes en la vida de las instituciones y ayer recibimos, con 
consternación, toda la familia de los comisionados actuales del Sistema Nacional 
de Transparencia y, por supuesto los integrantes de este Pleno, la terrible noticia 



del homicidio, del crimen perpetrado en contra de Joaquín Morales Sánchez, quien 
fuera Presidente del Instituto de Transparencia del estado de Guerrero. 
 
Los hechos no se han esclarecido, continúan desde luego las investigaciones, 
pero en un sentido de solidaridad y de compañerismo y, sobre todo, en una 
oportunidad lamentable para referir con pena y dolor por su familia, por sus 
deudos, por sus familiares, sus amistades más cercanas, una manifestación más 
del crimen que ensangrienta y que llena de pena a México, la violencia y la 
inseguridad que han flagelado a este país desde hace años se recrudece y por 
esa razón los siete hemos solicitado, queremos en un homenaje muy simple, pero 
muy profundo, dedicar un minuto de silencio en su memoria, si no tienen 
inconveniente en hacerlo.  
 
Minuto de silencio 
 
Muchas gracias.  
 
Continuamos, por favor, Secretario.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Me permito 
presentar al proyecto, una síntesis del proyecto de resolución con la clave RRA 
2461/18, mediante una solicitud de información un particular solicitó a la 
Comisionado Federal de Electricidad conocer las dependencias, entidades y 
fideicomisos y organismos públicos que tienen adeudo vencido y/o que se 
consideran morosos en la obligación del pago del consumo de energía eléctrica, 
desglosado por cada uno mencionando monto y periodos de tiempo que 
comprenden el adeudo. 
 
En su respuesta el sujeto obligado manifestó que la información solicitada reviste 
el carácter de clasificada por un periodo de cinco años en términos del artículo 
110, fracción IV de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública. 
 
Inconforme con la respuesta el particular interpuso recurso de revisión 
manifestando como agravio la clasificación aludida. 
 
Al respecto, el Comisionado Presidente Acuña propone revocar la respuesta del 
sujeto obligado y le instruye que entregue al recurrente versiones públicas en las 
cuales únicamente se testen los nombres de las personas físicas, estado civil y 
fecha y remita al hoy recurrente a través de un correo electrónico las 
dependencias y entidades y fideicomisos y organismos públicos que tienen 
adeudo vencido y/o que se consideran morosos en la obligación del pago por 
consumo de energía eléctrica, desglosando cada uno, mencionando montos y 
periodos de tiempo que se componen del adeudo, de conformidad con el artículo 
157, fracción III de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública. 
 



Es cuanto, Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muchas gracias. 
 
Sí es que me toca empezar, es por el orden cronológico de los asuntos. 
 
He escogido yo para exponer antes ustedes, compañeras, compañeros, un asunto 
que como todos son importantes porque se trata de tutelar derechos y el derecho 
a saber es un derecho determinante para la vida democrática. 
 
Alguien solicitó a la Comisión Federal de Electricidad, conocer las dependencias 
públicas, entidades públicas, fideicomisos y organismos públicos que tienen 
adeudo vencido con la Comisión Federal de Electricidad y/o que se consideran 
morosos en la obligación de pago por consumo de energía eléctrica, desglosado 
por cada uno, mencionando monto y periodos de tiempo que componen el 
adeudo. 
 
Como todos sabemos, una de las características de la reforma energética, en su 
conjunto, tuvo que ver también con la actualización y una serie de 
transformaciones importantes en materia de electricidad y la Comisión Federal de 
Electricidad, si bien tiene una función básica y general de suministro de ese bien y 
de ese servicio al Estado mexicano y a la sociedad en lo privado y en lo particular 
ya no es la única empresa que lo hace, motivo de la reforma, de las reformas 
estructurales. 
 
Pero la respuesta de la Comisión Federal al caso fue que esa información reviste, 
así lo dijo, el carácter de clasificada por un periodo de cinco años, toda vez, 
conforme a la ley de la materia, toda vez que así lo estableció que su difusión 
podría colocar al corporativo y a esa empresa productiva subsidiaria, que es la 
CFE, en una situación de desventaja competitiva y económica frente a terceros, 
así como invocó otra causal el artículo 113, fracción II del mismo ordenamiento 
legal, que es la Ley Federal de Transparencia, en relación con el artículo 82 de la 
Ley de Propiedad Industrial, por ser parte de la estrategia comercial y por tanto 
secreto comercial de la Comisión Federal de Electricidad y de esa empresa 
productiva subsidiaria. 
 
Naturalmente el particular se inconformó por esa respuesta y vio a combatirla ante 
el INAI por la vía de recurso.  
 
Me tocó a mí por el turno conocer o proponer a mis compañeros la resolución de 
este asunto, y naturalmente no compartimos en la ponencia estas excusas o estas 
propuestas o esta solución de reserva por no considerarlas atinentes.  
 
Si bien la Comisión Federal de Electricidad invocó la clasificación de la 
información, o sea la reserva en términos del artículo 110, fracción IV de la ley, lo 
cierto es que la información solicitada no se encuentra encaminada a salvaguardar 
la política monetaria que pueda afectar las medidas adoptadas en relación con los 



diferentes intermediarios y mercados financieros, o que ponga en riesgo la 
estabilidad de los controladores de riesgo y liquidez, como lo supondría clasificar 
bajo esa causal.  
 
Ahora bien, en adición a lo anterior, si bien la Comisión Federal de Electricidad 
indicó que proporcionar la información de interés del hoy recurrente conllevaría 
una desventaja competitiva frente a terceros, lo cierto es que tampoco se advierte 
de qué forma dicha información daría cuenta de los mecanismos por los cuales se 
implementan las medidas de los sistemas financiero-económico, cambiario y 
monetario del país.   
 
En razón de ello no es posible que considerar que la publicidad de los datos 
requeridos por el hoy recurrente provoque desequilibrio en la moneda nacional o 
ponga en riesgo la estabilidad de las instituciones financieras, genere el 
incumplimiento de las obligaciones de un participante y afecte el sistema 
financiero. 
 
No resulta procedente la reserva de lo peticionado con fundamento en lo dispuesto 
en el artículo 110, fracción IV, tampoco por lo que hace a la clasificación invocada 
con fundamento en el otro artículo, en el que cabe señalar que la misma fue 
invocada por considerar que la información solicitada forma parte de la estrategia 
comercial de esta empresa subsidiaria del Estado y por tanto que debería ser 
considerada como un secreto comercial. 
 
Es decir, los entes públicos, como lo sabemos, cuyo carácter es de personal moral 
de derecho público, ocupan recursos de la federación, los cuales adeudan los 
cargos por energía consumida; de tal manera que las entidades públicas, los 
fideicomisos públicos, los organismos públicos que tienen con la Comisión Federal 
de Electricidad contratos por el suministro de energía eléctrica, como las tenemos 
prácticamente todas las instituciones públicas del país, y que tienen con ella 
adeudos o, en su caso, están en consideración de morosidad o demora por no 
haber efectuado el pago oportuno, son un asunto público, y esas cifras, esos datos 
en su entera dimensión son públicos y no merecen, bajo ninguna circunstancia, 
alguna consideración de reserva, porque de ninguna manera son un dato que 
puede poner en quiebra la seguridad o la política monetaria del país y tampoco 
puede poner, desde luego, en esa condición esos datos como un secreto 
comercial, que son muy contados aquellos que pueden encuadrar en estas 
hipótesis y que, desde luego, la ley las prevé para que cuando efectivamente se 
invoquen adecuadamente se puedan referir. 
 
De tanto, derivado de lo anterior es posible advertir que la información relacionada 
con el pago de consumo de energía eléctrica de las dependencias, entidades, 
fideicomisos y organismos de los tres ámbitos de Gobierno, con independencia del 
estado que guarden, es decir, si los mismos fueron cubiertos o no, no puede ser 
considerada como información susceptible de reserva. 
 



Sabemos, porque la información es pública, que no son pocos o quizás son 
muchísimos los municipios y las dependencias estatales y federales, incluidos 
fideicomisos de organismos que tiene eventualmente, o han tenido, o suelen tener 
una situación de especial morosidad o demora, en los pagos de los suministros 
por energía eléctrica. 
 
Si con el sector privado, sea empresarial y hasta incluso en los domicilios de todos 
los mexicanos, estas empresas –y no es la excepción-, la propia Comisión efectúa 
cortes inmediatos cuando se deja de efectuar el pago, es evidente que es de 
interés público notorio y trascendente que se sepa qué tolerancia se tiene respecto 
de las instituciones públicas o qué condiciones pactadas que pudiera la Ley 
aceptar o reconocer, existen para que esta morosidad se pueda justificar. 
 
El caso es que los datos pedidos, así como están pedidos, escapan de las 
previsiones de estas causales de reserva que la Ley podría reconocer en su caso, 
y tiene que ser pública esta información. 
 
Por lo que yo propongo a mis compañeras y compañeros revocar la respuesta de 
la Comisión Federal de Electricidad a efecto de instruirle que remita al hoy 
recurrente a través de correo electrónico las dependencias, entidades, 
fideicomisos y organismos públicos que tienen adeudo vencido y/o que se 
consideran morosos en la obligación de pago por consumo de energía eléctrica 
desglosado por cada uno, o sea, no el monto global del adeudo que pudiera haber 
de todas ellas, sino una por una, y por supuesto, también señalando los periodos 
que componen el referido adeudo. 
 
Es cuanto por mi parte, compañeras, compañeros. Si alguno quisiera hacer uso de 
la palabra para abonar, bueno, referir o ampliar la información. Si no, Secretario, le 
solicitaré que recabe la votación. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Con su venia, 
Comisionado Presidente. 
 
Se somete a su consideración, señoras y señores Comisionados el proyecto de 
resolución identificado con la clave RRA 2461/2018, que propone revocar la 
respuesta de la Comisión Federal de Electricidad. 
 
Le pido al Comisionado Bonnin, manifieste por favor, el sentido de su voto. 
 
Comisionado Carlos Alberto Bonnin Erales: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Guerra. 
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: A favor. 
 



Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Ibarra. 
 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: Acompaño al proyecto. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Kurczyn. 
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Monterrey. 
 
Comisionado Rosendoevgueni Monterrey Chepov: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Salas. 
 
Comisionado Joel Salas Suárez: A favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Presidente Acuña. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: A favor, pues es mi 
proyecto, naturalmente. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: En consecuencia, 
se aprueba por unanimidad la resolución del recurso de revisión, identificado con 
la clave RRA 2461/18, en el sentido de revocar la respuesta de la Comisión 
Federal de Electricidad.  
 
Es cuanto, Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muchas gracias, 
Secretario. 
 
Vamos a continuar con el orden de los asuntos, como se ha dicho siempre y lo 
hacemos porque así debe de ser.  
 
Se atiende al orden cronológico, estrictamente.  
 
Corresponde ahora, si no me equivoco, a la Comisionada Blanca Lilia Ibarra, 
presentar el asunto que ha solicitado.  
 
Comisionada, por favor.  
 



Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: Muchas gracias, Comisionado 
Presidente, Comisionada y Comisionados.  
 
El derecho de acceso a la información tiene distintas finalidades, como todos 
sabemos una de ellas es el control ciudadano.  
 
Otra tiene que ver con la rendición de cuentas y, una más con la utilidad social, 
que advierto que en este recurso es de suma importancia. Y la utilidad está ligada, 
desde luego, a la calidad y claridad de la información que se otorga por parte de 
los sujetos obligados. 
 
En el presente asunto, el recurrente solicitó conocer cuánto presupuesto federal 
fue asignado en 2018, a la Unidad Profesional Interdisciplinaria de Ingeniería 
Campus Guanajuato del Instituto Politécnico Nacional, el resumen por partida y 
por proyecto y el listado detallado en el que se observe en qué se ha ejercido 
dicho presupuesto, cuánto falta por ejercer, así como especificar en qué se 
utilizará.  
 
El sujeto obligado otorgó el acceso a la información mediante tablas que contienen 
el presupuesto autorizado asignado, ejercido y el que resta por ejecutar para 2018.  
 
Sin embargo, en el desglose de datos incluyó claves alfanuméricas relativas al 
proyecto y partida en que se utilizó o bien se pretender ejercer el resto de los 
recursos, las cuales constituyen el argumento principal de los agravios hechos 
valer por el recurrente, ya que manifestó que la información entregada contiene 
datos técnicos que desconoce.  
 
Durante la sustanciación del medio de impugnación, el Instituto Politécnico 
Nacional remitió a la cuenta electrónica del particular, un listado del resumen por 
proyecto y partida al 10 de abril de 2018, en el cual señaló el nombre 
correspondiente a cada una de las partidas presupuestales, con monto ejercido y 
pendiente por ejercer. 
 
No obstante, la respuesta en alcance no logró satisfacer el derecho de acceso. A 
consideración de esta ponencia, si bien el sujeto obligado precisó el nombre de la 
partida presupuestal a la que corresponden los recursos asignados, ejercidos y 
pendientes de ejercer, lo cierto es que el agravio en que se sustentó el medio de 
impugnación que nos ocupa continúa vigente y es fundado, en vista de que no 
aclaró lo relativo al nombre del proyecto al que hacen referencia las claves 
alfanuméricas, contenidas en las tablas que fueron entregadas al recurrente.  
 
En ese sentido, debe decirse que el término proyecto se refiere a un 
procedimiento conformado por diversas etapas de ejecución, con el propósito de 
lograr una finalidad a la cual se le asignan diversos recursos, de ahí que sea de 
interés general que su difusión se realice mediante los mecanismos de 
transparencia y acceso a la información, como un ejercicio de rendición de 
cuentas del presupuesto. Además, de la revisión al Plan de Desarrollo Institucional 



2015-2018 de la Unidad Profesional de ese centro de estudios, se desprende que 
el sujeto obligado cuenta con el nombre de las claves alfanuméricas relativas al 
rubro “Proyecto dentro del presupuesto ejercido y por ejercer” y de ahí que exista 
incertidumbre respecto de la búsqueda de la información solicitada y los datos 
proporcionados al peticionario. 
 
Por lo que, es procedente modificar la respuesta del sujeto obligado e instruirle 
que efectúe una nueva búsqueda en la que se identifique el nombre de los 
proyectos. 
 
La pregunta que subyace en el presente asunto es la siguiente, qué características 
o qué requisitos deben tener los documentos y las respuestas que se otorgan con 
base al derecho de acceso a la información pública. 
 
Al respecto, cabe destacar que dentro de los principios constitucionales que 
conforman el derecho de acceso, su normatividad e interpretación judicial se 
encuentra el deber de propiciar la participación ciudadana en la toma de 
decisiones en aras de una consolidación democrática, por lo que es importante 
motivar para que esa información que se entregue sea oportuna, verificable, 
comprensible, comprensible, actualizada y completa, además de que su difusión 
debe ser en formatos adecuados y accesibles para todo el público. 
 
Así, el INAI en uso de las atribuciones que le han sido conferidas, como órgano 
garante del ejercicio de este derecho, está obligado a revisar que el actuar de los 
sujetos de la ley, sea conforme a los principios que rigen la materia, entre ellos, el 
de la accesibilidad de la información que se pone a disposición de los ciudadanos 
tal y como lo establece el artículo 13 de la Ley General de Transparencia. 
 
Este principio prevé que en la generación, publicación y entrega de la información, 
se deberá garantizar que sea accesible y deberá buscarse que tenga un lenguaje 
sencillo para cualquier persona, incluyendo la población indígena, discapacidad y 
perspectiva de género, lo que implica una política de inclusión, no discriminación y 
el ejercicio de un derecho en igualdad de condiciones. 
 
Por todo ello, el proyecto que presento en esta sesión se sustenta en el ejercicio 
efectivo del derecho de acceso a la información ya que no basta con verificar que 
el particular reciba una respuesta de las entidades y órganos gubernamentales, 
por el contrario, tiene que analizarse si el contenido cumple de manera exhaustiva 
y congruente a lo peticionado y que sea además comprensible para la ciudadanía. 
 
En este sentido, la organización para la cooperación y el desarrollo económico ha 
señalado como buenas prácticas de los gobiernos abiertos la transparencia en las 
acciones que realizan y la accesibilidad a los servicios e información pública. 
 
De ahí, que dentro de los estándares que utiliza para evaluar las políticas públicas 
de los gobiernos, se encuentre la claridad de la información, esto es, que sea 
completa, objetiva, confiable, pertinente, fácil de localizar y entender, así como la 



inclusión que como por ello se da con un esfuerzo razonable para involucrar la 
mayor diversidad de personas posible. 
 
Lo anterior, propicia entonces que la difusión de la información en igualdad de 
condiciones deba de estar atenta a cumplir con todas las necesidades que el 
ciudadano requiera para que la ciudadanía pueda conocer los aspectos técnicos y 
altamente especializados de cada una de las ramas, materias o sectores que 
llevan a cabo los órganos del Estado, también deben generarse documentos con 
la consigna del escrutinio público, la valoración y desde luego la utilidad social. 
 
Es cuanto, Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muchas gracias, 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra, gracias por la exposición.  
 
¿Alguno de los compañeros, la compañera Patricia, alguno de ustedes desea 
hacer algún comentario?  
 
Si no es así, vamos a proceder a recabar la votación.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Conforme a su 
instrucción, Comisionado Presidente. 
 
Se somete a su consideración, señoras y señores Comisionados el proyecto de 
resolución identificado con la clave RRA 3496/18, que propone modificar la 
respuesta del Instituto Politécnico Nacional. 
 
Le pido al Comisionado Bonnin manifieste, por favor, el sentido de su voto.  
 
Comisionado Carlos Alberto Bonnin Erales: Con el proyecto. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Guerra. 
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Ibarra. 
 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Kurczyn. 
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: A favor. 
 



Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Monterrey. 
 
Comisionado Rosendoevgueni Monterrey Chepov: A favor del proyecto. 
  
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Salas. 
 
Comisionado Joel Salas Suárez: A favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Presidente Acuña. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Por supuesto a favor 
también. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Se aprueba por 
unanimidad la resolución del recurso de revisión identificado con la clave RRA 
3496/18, en el sentido de modificar la respuesta del Instituto Politécnico Nacional.  
 
Es cuanto, Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muchas gracias, 
Secretario. 
 
Ahora corresponde al Comisionado Joel Salas que por favor presente el proyecto 
de resolución del recurso de inconformidad número RIA 0078/18, interpuesto en 
contra de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Estado de 
Nuevo León, que somete a consideración de los integrantes del Pleno. 
 
Comisionado Joel Salas Suárez: Con mucho gusto Comisionado Presidente. 
 
El particular solicitó a la entonces Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Nuevo León diversos documentos de una carpeta de investigación, en respuesta 
la Procuraduría reservó la información con fundamento en el artículo 138, 
fracciones IV y IX de la Ley de Transparencia del Estado de Nuevo León, ya que 
la información, argumentó, forma parte de una carpeta de investigación y contiene 
datos específicos que podrían comprometer las funciones de investigación del 
Ministerio Público. 
 
Inconforme el particular interpuso un recurso de revisión ante la Comisión de 
Transparencia del Estado, ya que considera que la información requerida debe ser 
pública por estar relacionada con hechos de corrupción y que no pone en riesgo 
las acciones de prevención o persecución de delitos porque la investigación ya 
concluyó. 
 
En alegatos la Procuraduría General del Estado reiteró la respuesta. 



 
El organismo Garante de Nuevo León solicitó al sujeto obligado que informara 
sobre la carpeta, el sujeto obligado respondió que se determinó el no ejercicio de 
la acción penal y que la misma se encontraba firme.  
 
A partir de estos elementos el organismo garante estatal confirmó la reserva de 
información; asimismo, concluyó que no ha transcurrido el plazo mínimo de tres 
años que establece el artículo 228 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales para dar acceso a la información solicitada de manera independiente a 
los delitos que se investigaron. 
 
La resolución del organismo garante estatal tampoco satisfizo al recurrente por lo 
que decidió presentar el presente recurso de inconformidad ante este Instituto 
contra la reserva confirmada y porque el organismo garante estatal emitió 
resolución fuera del plazo concebido en la Ley. 
 
Tras analizar el caso, esta ponencia identificó que el primer agravio del particular 
es fundado. 
 
Se llamó al sujeto obligado, que hoy es la Fiscalía General de Justicia del estado, 
como tercero interesado para especificar los delitos investigados y los 
fundamentos legales bajo los cuales se decretó el no ejercicio de la acción penal. 
 
Ante la respuesta del tercero interesado, la ponencia identificó que la entonces 
Procuraduría General del estado a través de la ahora extinta Subprocuraduría 
Especializada en Combate a la Corrupción era competente para conocer y 
sustanciar los delitos imputados y referentes en materia de corrupción. 
 
En la carpeta de investigación, el Ministerio Público investigó delitos cometidos por 
servidores públicos relacionados con corrupción y determinó el no ejercicio de la 
acción penal a partir del cumplimiento de un acuerdo reparatorio con base en las 
especificaciones del nuevo Sistema de Justicia Penal, el cual ya no sólo se basa 
en la justicia retributiva sino también en la justicia restaurativa. 
 
Esto, desde nuestra perspectiva, debió ser tomado en cuenta por el órgano 
garante como parte de su responsabilidad de allegarse de los elementos 
necesarios para emitir una resolución debidamente fundada y motivada. 
 
El segundo agravio es fundado pero resulta inoperante, ya que el organismo 
garante ya había emitido la resolución correspondiente, de la cual fue que derivó 
el recurso de inconformidad que hoy nos ocupa. 
 
Decidí exponer públicamente el presente recurso de inconformidad, porque 
muestra que la Reforma Constitucional de 2016, que creó los marcos normativos y 
las instituciones para controlar la corrupción en nuestro país tiene la posibilidad de 
operar a plenitud en algunas entidades del país como Nuevo León. 
 



Hoy, diversos sistemas locales anticorrupción tienen la oportunidad de cumplir sus 
labores y obligaciones, porque están plenamente integrados y permiten identificar 
los elementos que favorecen su adecuado y efectivo desempeño. 
 
Lo anterior, cobra particular relevancia porque de acuerdo con su primer discurso 
como virtual Presidente electo, el candidato de la alianza Juntos Haremos Historia, 
Andrés Manuel López Obrador, cito: “Erradicar la corrupción será la misión 
principal del nuevo Gobierno”. 
 
El Sistema Nacional Anticorrupción con sus homólogos locales y el Sistema 
Nacional de Transparencia son los marcos normativos e institucionales que el 
Estado Mexicano se dio en los últimos años para contener este pernicioso 
fenómeno. 
 
Hoy, la pregunta es si el nuevo gobierno utilizará este nuevo diseño para cumplir 
con esa misión o si bien privilegiará otro. 
 
El Sistema Nacional Anticorrupción y algunos sistemas locales anticorrupción no 
operan plenamente, porque están pendientes nombramientos o la aprobación y 
entrada en vigor de marcos legales en la materia.  
 
Sin embargo, hoy, en 14 entidades federativas ya funcionan y deben mostrar que 
las buenas prácticas para controlar la corrupción pueden provenir de los estados y 
no solo de la Federación.  
 
En este contexto, la información pública es el insumo que permite a la población y 
a las autoridades, como lo hemos dicho en otras ocasiones, identificar, denunciar, 
investigar y, en su caso, sancionar posibles actos de corrupción. 
 
Por lo tanto, a los sistemas anticorrupción se debe sumar, sin duda, el Sistema 
Nacional de Transparencia.  
 
Los organismos garantes estatales de transparencia y acceso a la información, 
como la Comisión de Nuevo León, deben ejercer, a plenitud, sus competencias 
para brindar información pública a la población y tener claro el papel que 
desempeñan como integrantes de los sistemas locales anticorrupción.  
 
Valdría la pena hacer la siguiente pregunta: ¿Cuáles son las atribuciones que les 
permiten abonar al control de la corrupción en sus respectivas entidades 
federativas?  
 
Como ya dije, el presente recurso de inconformidad permite ejemplificar que 
Nuevo León es una de las entidades federativas con condiciones adecuadas para 
controlar la corrupción, a partir del nuevo diseño institucional y normativo. 
 
El 14 de diciembre de 2015, el gobernador recién electo, Jaime Rodríguez 
Calderón instaló la Subprocuraduría Especializada en Combate a la Corrupción 



que dependía de la Procuraduría del estado e investigaba el mal manejo de 
recursos y daño patrimonial por parte de servidores públicos. 
 
El esfuerzo por combatir la corrupción se intensificó tras las reformas que crearon 
el Sistema Nacional Anticorrupción y su equivalente estatal.  
 
El 15 de abril de 2016, Nuevo León reformó su constitución y en julio de 2017 
aprobó la Ley Estatal del Sistema Anticorrupción; en marzo de ese año, Javier 
Garza y Garza fue nombrado titular de la nueva Fiscalía Anticorrupción. 
 
El posible acto de corrupción al que se refiere la información solicitada en este 
recurso, se relaciona con el caso conocido como “cobija gay” que fue así 
denominado por la prensa y algunos políticos locales, ocurrió durante este 
momento de transición en el estado de Nuevo León. 
 
El 9 de febrero de 2016, el Periódico El Norte publicó que el Gobierno estatal 
había comprado 200 mil cobijas al triple de su valor en el mercado, lo que 
involucraba el desvío de 28 millones 900 mil pesos, la compra fue irregular, solo 
una empresa se inscribió y ganó la subasta electrónica a pesar de no ser un 
fabricante textil. 
 
Aunado a ello, una vez efectuada la compra, la empresa entregó cobijas que no 
cumplieron con el peso ni con las medidas de la ficha técnica de la subasta.  
 
La Contraloría del estado inició una investigación y en marzo del 2016 identificó a 
los servidores públicos responsables de dichas adquisiciones irregulares.  
 
Asimismo, anunció que dicha investigación pasaría a las autoridades estatales 
competentes para definir las sanciones administrativas y penas conducentes. 
 
La entonces Subprocuraduría Especializada en Combate a la Corrupción, 
investigó y determinó conforme a lo ya descrito, mientras que la Secretaría de 
Finanzas y Tesorería del Estado determinó faltas administrativas y estableció las 
multas correspondientes. 
 
Por lo anterior, la Contraloría del Estado consideró el caso resuelto y determinó 
reservar el expediente. 
 
No obstante, en febrero del 2017, un grupo de diputados locales recurrió lo 
anterior ante la Comisión de Transparencia del Estado y ordenó que el expediente 
se hiciera público. 
 
En diciembre de ese mismo año, al encontrar elementos en la revisión de la 
Cuenta Pública el Congreso Estatal instruyó a la Auditoría Superior del Estado 
presentar una denuncia penal contra los responsables del caso; sin embargo, el 
titular de la Subprocuraduría Especializada en Combate a la Corrupción insistió 
que el caso ya había sido cerrado y descartó llevarlo a juicio argumentando que el 



proveedor aceptó reponer 60 mil cobijas, luego de reconocer que por un supuesto 
error algunas de ellas que se entregaron no cumplieron con las especificaciones. 
 
Los ciudadanos hoy en nuestro país saben que la información pública puede 
servirles para conocer más sobre el caso, por eso agotan todos los mecanismos 
de impugnaciones disponibles para defender su derecho de acceso a la 
información ante los órganos garantes. 
 
Con este recurso la Comisión de Transparencia neolesa tiene la oportunidad de 
emitir una resolución histórica que complementa las fortalezas del andamiaje 
institucional anticorrupción en su estado. 
 
Puede ser el primer organismo garante en el país que ejerza la atribución para 
determinar si se actualiza o no la excepción a la reserva de información 
relacionada con actos de corrupción, fracción II del artículo 115 de nuestra Ley 
General de Transparencia, del artículo 140 de la Ley de Transparencia de este 
estado, contribuyendo de forma contundente a fortalecer el marco institucional 
anticorrupción a nivel local. 
 
El análisis del caso realizado por esta ponencia identificó tres elementos decisivos 
para llegar a semejante conclusión. 
 
1. Existía una autoridad fiscalizadora, especializada en materia anticorrupción al 
momento que ocurrió el caso, en ocasiones anteriores esa facultad no se ha 
ejercido por la falta de un titular de la Fiscalía Anticorrupción. 
 
Aquí en el Instituto hemos visto retrasado el ejercicio de esta atribución por esta 
causa; sin embargo, Nuevo León, incluso, antes de la reforma anticorrupción ya 
contaba con una autoridad anticorrupción especializada como lo era la 
Subprocuraduría mencionada. 
 
Actualmente, el titular de la Fiscalía en la materia ya ha sido nombrado como se 
señaló. 
 
2. El Ministerio Público determinó la relación de los delitos investigados con actos 
de corrupción cometidos por servidores públicos estatales, en el caso conocido 
como Cobijagate el Ministerio Público fue quien investigó conductas que se 
configuran como delitos cometidos por servidores públicos relacionados con 
corrupción. 
 
3. El Sistema de Justicia Penal restaurativo ya es una realidad en Nuevo León, 
sus especificaciones deben ser consideras en las resoluciones emitidas por el 
organismo garante estatal, esto incluye la justicia restaurativa que considera 
nuevos supuestos de la figura de responsabilidad por parte de los imputados y de 
la Comisión de un hecho delictivo la cual es determinada o mediada tanto por el 
Ministerio Público como por el Juez de causa, dependiendo del momento procesal 
específico en que se encuentre la investigación. 



 
La justicia restaurativa no sólo se enfoca en el castigo, enfoque de justicia 
retributiva del antiguo sistema justicia penal, sino que promueve los acuerdos 
reparatorios y resarcir el daño sin declarar culpables o imponer sanciones. 
 
Por esta razón la Comisión de Trasparencia de Nuevo León no tiene que esperar 
la sentencia de un juez para determinar la posible relación de una información con 
corrupción.  
 
La resolución propuesta por esta ponencia fue guiada por estos tres elementos y 
por la convicción de que controlar la convicción es una prioridad en todo momento.  
 
Las instituciones públicas que integramos el Sistema Nacional de Transparencia y 
el Sistema Nacional Anticorrupción o nuestros homólogos locales, tenemos la 
oportunidad de hacer evidente al Gobierno Federal, que iniciará funciones el 1º de 
diciembre, las prácticas que está dando resultados gracias a este nuevo diseño 
institucional y normativo que pueden sumar a la misión principal del nuevo  
Gobierno. 
 
Sin duda cada entidad federativa debe trabajar a la par que el nivel federal para 
evitar que casos como el Cobijagate se repitan en otros rincones de nuestro 
territorio nacional. 
 
Es por esto que la propuesta a este Pleno es de revocar la resolución emitida por 
la Comisión de Transparencia del Estado de Nuevo León e instruirle a emitir una 
nueva resolución en la cual deje insubsistente la resolución inicial, se allegue de 
los elementos necesarios para determinar si la carpeta de investigación está o no 
relacionada con actos de corrupción y considere en su análisis las 
especificaciones del nuevo sistema de justicia penal. 
 
Es cuanto compañeros del Pleno.  
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Gracias 
Comisionado Ponente, en este caso Comisionado Joel Salas Suárez.  
 
Se abre para su intervención, la Comisionada Patricia Kurczyn y Comisionado 
Óscar Guerra.  
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: Sí, cómo no,  muchas gracias.  
 
Bueno, tal vez creo que fuera, no sé si el Comisionado Guerra quisiera decir 
antes, porque creo que tú no vas acompañando el proyecto.  
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: Voy con voto particular.  
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: Vas con voto particular. 
 



Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: Adelante, te dejo la palabra.  
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: Perfecto, gracias.  
 
Bueno, yo sí estoy acompañando el proyecto del comisionado Salas e los términos 
de revocar la resolución del Órgano Garante Local en los términos que ya se 
expuso, y solamente quiero manifestar que este acompañamiento lo hago porque 
considero que ese órgano garante local, previo a resolver la reserva de la 
información, debió tener conocimiento al  menos, primero, de los motivos por los 
que se determinó el no ejercicio de la acción penal y, dos, los delitos investigados 
en la indagatoria de mérito. 
 
Esto sería con la finalidad de resolver de manera definitiva si la carpeta de 
investigación señalada en la solicitud está o no relacionada con actos de 
corrupción, y con esto se podría determinar si resulta aplicable o no lo previsto por 
el artículo 140, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Nuevo León, mismo que establece que no puede invocarse 
el carácter de reservado cuando se trate de información relacionada con actos de 
corrupción de acuerdo con las leyes aplicables, máxime si consideramos que el 
particular, desde la interposición del recurso de revisión señaló que dicha 
investigación guarda relación con el caso al cual se le denominó o se le bautizó 
con el nombre de Cobijagate. 
 
Asunto que según comunicado oficial del Congreso del estado de Nuevo León 
tiene que ver con la compra de cobijas que se adjudicaron a una empresa a un 
precio pagado en tres veces de su valor real y en las que se gastaron más de 30 
millones de pesos. 
 
No obstante esas cobijas, supuestamente no se recibieron y por lo tanto, no se 
cumplieron tampoco con las especificaciones de la licitación. 
 
En ese tenor me sumo a la idea de que se expida una nueva resolución en los 
términos propuestos y que ese órgano garante local con libertad de jurisdicción 
sea quien determine si la indagatoria de referencia actualiza o no el supuesto de 
excepción mencionado. 
 
Eso es todo. Gracias. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Gracias a la 
Comisionada Kurczyn.  
 
Vamos ahora con el Comisionado Óscar Guerra. 
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: Gracias. Voy a emitir un voto 
particular y creo que tiene que ver con el asunto de a dónde deben ir nuestras 
resoluciones en materia de los recursos de inconformidad, porque si no nada más 
estamos peloteando el asunto. 



 
Hacen la solicitud, meten el recurso, el recurso lo resuelve el órgano, el particular 
considera que la resolución no es correcta o no está apegada a derecho, reclama, 
y viene y mete recurso de inconformidad, y nosotros resolvemos ahora que vuelva 
a resolver. 
 
Creo, desde mi punto de vista, que el espíritu de la ley es otro. 
 
La orden debe ser que resuelva. 
 
Bueno, coincido y con mayor parte del estudio de fondo que se realiza en el 
considerando sexto del Comisionado ponente, ya que efectivamente el órgano 
garante local no se allegó de los elementos necesarios para determinar si la 
carpeta de investigación está o no relacionada con actos de corrupción en virtud 
de que no conoció el tipo de delitos que se investigaron, aunado a que no conoce 
de manera específica los motivos por los cuales el Ministerio Público investigador 
determinó el no ejercicio de la acción penal para cada delito investigado en la 
indagatoria de mérito. 
 
En el caso concreto fue la Subprocuraduría Especializada en Combate a la 
Corrupción, la que sustanció la carpeta de investigación de la que se solicitaron 
diversos documentos. 
 
Dicha Subprocuraduría “era” responsable de promover el combate a la corrupción, 
y por tanto, la responsable y especializada en investigar y perseguir las conductas 
delictivas cometidas por servidores públicos del estado y municipios de Nuevo 
León en ejercicios de funciones o con motivo de éstos. 
 
Además, la Procuraduría local informó al Comisionado ponente, que efectivamente 
sí configuró el tipo penal de delito de fraude, es decir, la instancia especializada en 
la investigación de actos de corrupción determinó la existencia de un delito y fue a 
partir de la existencia de un delito que el Ministerio Público determinó procedente 
la invitación a las partes para la celebración de un acuerdo reparatorio el cual fue 
celebrado y cumplido en todos los términos por el inculpado a fin de resarcir el 
daño y dejar las cosas como estaban previas al delito realizado. 
 
En este entendido, de haberse allegado de los elementos anteriores, la Comisión 
de Transparencia del estado de Nuevo León habría concluido que se actualizaba 
el supuesto previsto en el artículo 140, fracción II de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información del estado de Nuevo León que ya ha sido mencionado, en 
el sentido de que cuando se trate de información relacionada con actos de 
corrupción no  podrá invocarse el carácter de reservado de la información. 
 
Y como hemos visto, sí hubo un acto de corrupción. Luego, digamos no hubo 
ejercicio de la acción penal porque hubo un acuerdo reparatorio del mismo, pero el 
delito se fraguó de fraude.  
 



Ahora bien, si el órgano garante local no se allegó de la información anterior, pero 
ese Instituto Nacional ya lo hizo, a mi consideración en su resolución se debe 
concluir que no resulta ya procedente la reserva de información relacionada con el 
delito de fraude, porque está relacionada con actos de corrupción, de acuerdo con 
el artículo 385 del Código Procesal Penal del estado de Nuevo León. 
 
Es justamente en este aspecto donde me aparto del proyecto presentado por el 
Comisionado Salas y, por lo tanto, emitiré un voto particular, pues si bien sí 
coincido en que primeramente se debe ordenar a la Comisión de Transparencia 
local que deje insubsistente la resolución del 26 de enero del 2018, no coincido 
con el otro efecto de la revocación.  
 
Esto es, que se les ordene allegarse los elementos que le permitan determinar –si 
eso ya lo hicimos nosotros- determinar si la carpeta de investigación está o no 
relacionada con actos de corrupción, porque estos elementos ya los tenemos 
nosotros y debemos entonces ordenarle que emita una resolución en la que 
ordene se proporcione al particular la información relacionada con el delito de 
fraude, porque está relacionada con actos de corrupción y no aplica la reserva 
como lo he mencionado, aquí es donde está mi diferencia.  
 
Nosotros ya tenemos la información, ya conocemos la naturaleza de la 
información y le ordenamos que se allegue de información. Aquí lo que estamos 
haciendo es dilatar el derecho forever.  
 
Sería la primera vez que este Instituto Nacional de Transparencia concluya, y ya 
por las características que ha mencionado el Comisionado Salas de que ya está 
completo el Sistema Nacional, el Sistema Estatal Anticorrupción en Nuevo León, 
tanto de las personas, las autoridades que lo conforman, como es determinar, 
sería la primera vez que nosotros como Instituto Nacional concluyamos en una de 
nuestras resoluciones que el sujeto obligado no puede invocar el carácter 
reservado de información, porque está relacionado con actos de corrupción. 
 
Y veo que tenemos todos los elementos para hacerlo, pues una instancia 
especializada en la investigación de actos de corrupción determinó la existencia 
de un delito y si bien es cierto que la carpeta de investigación de la que se requirió 
información se encuentra concluida, pero no ha transcurrido el plazo previsto en el 
artículo 218, último párrafo del Código Nacional de Procedimientos, para que el 
Ministerio Público esté obligado a proporcionar en versión pública. 
 
También lo que es cierto, es que en el caso, en este caso como ya se 
mencionaba, está claro desde la Ley General y en la Ley del estado de Nuevo 
León, no puede invocarse la reservar porque se trata de información relacionada 
con actos de corrupción. 
 
Sería cuanto y, la verdad creo que sí sería bueno que en un momento 
discutiéramos cuestiones que estamos haciendo en la resolución de los recursos 
de inconformidad, donde sí, estoy de acuerdo en que se deje insubsistente la 



resolución, por eso se está revocando el acuerdo, pero la orden es que se allegue 
de información para resolver, es un asunto, cuando nosotros tenemos claro y 
contundente que esa información ya la tenemos que son actos de corrupción y no 
aplica la reserva, la orden pues debe ser evidentemente que se le ordene al sujeto 
obligado entregue la información en versión pública por, digamos, estar en esta 
causal de excepción de las reservas que son los actos de corrupción. 
 
Sería todo, compañeros. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Solicitado también la 
palabra el Comisionado Carlos Bonnin. 
 
Comisionado Carlos Alberto Bonnin Erales: Gracias, Presidente. 
 
Creo que aquí compartimos todos la importancia de las integraciones de los 
sistemas estatales anticorrupción y creo que la litis de esta discusión será muy 
provechosa y comparto en la fijación que hiciste, Comisionado Guerra, en el 
sentido de cuáles son los efectos de las resoluciones de este Instituto, en cuanto a 
los RIAS o los recursos de inconformidad. 
 
A este respecto me pronuncio a favor del proyecto de resolución que ahora nos 
presenta el Comisionado Joel Salas por las siguientes razones: 
 
La postura minoritaria considera que el Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, al momento de 
resolver los recursos de inconformidad, —y aquí quiero ser muy claro— 
únicamente esta postura es por lo que hace a esta naturaleza de estos recursos 
de inconformidad, debe de actuar con plena jurisdicción subsanando las 
deficiencias de trámite, sustanciación y de fondo cometieron los organismos 
garantes locales; sin embargo, no lo comparto por las siguientes consideraciones: 
 
El recurso de inconformidad como medio de defensa en materia de acceso a la 
información, encuentra su origen en lo previsto en el artículo 6 de la Constitución 
Federal, norma fundamental que en su fracción VIII, párrafo tercero, prevé que los 
particulares cuentan con la posibilidad de reclamar, ante el órgano garante 
nacional, las resoluciones emitidas por los organismos autónomos especializados 
de las entidades federativas, cuando éstos determinen la reserva, confidencialidad 
e inexistencia o bien la negativa de la información. 
 
La exposición de motivos dice que este medio de defensa se estableció, cito: “A fin 
de que los particulares puedan acudir ante la instancia superior que garantice y 
salvaguarde el ejercicio de sus derechos”. Fin de la cita. 
 
Para establecer mi postura sobre los alcances de esta figura jurídica, es 
importante tomar en cuenta los conceptos de plena jurisdicción y de principio de 
reenvío. 
 



Desde el punto de vista etimológico “jurisdicción” tiene su origen en la raíces 
latinas jus que significa derecho y dicere que significa declarar, por ello, 
jurisdicción es decir el derecho. 
 
Por tanto, es concebida como una facultad del Estado que se arroga a 
determinados órganos por disposición constitucional y legal para resolver 
controversias que afectan los derechos de las personas. 
 
En el caso de este órgano garante, cuenta con facultades cuasi jurisdiccionales 
para resolver afectaciones a los derechos humanos de acceso a la información y 
protección de datos personales. 
 
Ahora bien, cuando se habla de plena jurisdicción o plenitud de jurisdicción, 
estamos frente a una potestad de los órganos facultades para decidir no 
solamente la controversia jurisdiccional sino también para subsanar deficiencias 
en trámite y substanciación. 
 
Por su parte, el principio de reenvío que tiene su origen en la casación francesa, si 
bien no está plasmado en la legislación, deriva de ésta y es reconocido 
ampliamente en los albores de la creación jurisprudencial. 
 
Así, supone la facultad del órgano revisor de devolver al juzgador de origen las 
actuaciones para que éste resuelva subsanando las omisiones en las que incurrió, 
conservando su jurisdicción para que emita una nueva resolución, pero 
respetando los lineamientos establecidos por el Tribunal de alzada o, en este 
caso, el Instituto. 
 
Precisando los conceptos anteriores, es importante destacar que a diferencia de 
otros ordenamientos, en los que a los órganos revisores se les otorga 
expresamente la plena jurisdicción por los efectos antes señalados, la Ley General 
en la materia no concede expresamente a este Instituto, en este recurso, dicha 
jurisdicción. 
 
Lo anterior, es importante considerar a la luz de los principios federalistas con 
base a los cuales las intromisiones a la autonomía de los estados y, por tanto, de 
sus autoridades deben ser mínimas y literalmente expresas en la ley, y siempre 
atendiendo a su juridicidad, pero aunado a ello incluso los órganos con potestad 
de plena jurisdicción deben acudir al reenvío cuando se omiten actividades que 
por disposición de la ley corresponden al ente que emitió el acto impugnado, en 
este caso la Comisión Estatal, pues por regla general estos son los que cuentan 
con los elementos y las condiciones necesarias para llevarlas a cabo. 
 
Traigo a colación la tesis en materia electoral con rubro "plenitud de jurisdicción", 
cómo opera la impugnación de actos administrativos electorales de la que se 
desprende, cito: 
 



"La plenitud de jurisdicción respecto de los actos administrativos electorales debe 
operar en principio cuando las irregularidades alegadas consistan exclusivamente 
en infracciones a la ley invocada, pero no cuando falten actividades materiales que 
por disposición de la ley corresponden al órgano o ente que emitió el acto 
impugnado, en razón de que en la mayoría de los casos estos son los que cuentan 
con los elementos y condiciones de mayor adecuación para realizarlos, así como 
con los recursos humanos técnicos y financieros necesarios que deben emplear 
para su desempeño", fin de la cita.  
 
En el mismo sentido en materia administrativo, con motivo de la tesis 67/2008, se 
estableció que el Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativo en ese entonces tiene 
plena jurisdicción. 
 
Cito: "salvo que el órgano jurisdiccional no cuente con los elementos jurídicos 
necesarios para emitir un pronunciamiento completo relativo al derecho subjetivo 
lesionado, pues de actualizarse ese supuesto de excepción debe ordenar la 
autoridad demandada resuelva al respecto", fin de la cita. 
 
En el caso concreto estamos justo en el supuesto mencionado, pues del análisis 
efectuado por el Comisionado Ponente es posible desprender que se omitieron 
actos que correspondía realizar al órgano garante local, quien cuenta con los 
elementos y mejores condiciones para subsanarlos. 
 
En efecto, el órgano garante local fue omiso en allegarse de los elementos 
necesarios para conocer a fondo la determinación de la carpeta de investigación, 
de la cual se requirieron diversos documentos, lo cual puede subsanarse a través 
de una audiencia de acceso de requerimiento de información por parte de dicho 
órgano. 
 
Bajo dichas consideraciones estaremos incluso garantizando de mejor manera los 
principios de reparabilidad e inmediatez, pues con ello se permitirá una restitución 
del derecho afectado, adecuado y de manera pronta. 
 
Por lo anterior, acompaño en todos sus términos el proyecto que ahora nos 
presenta el Comisionado proponente, pues a mi consideración, en términos del 
artículo 172 de la Ley General de la materia sólo debemos de trazar los 
parámetros necesarios para que los órganos garantes de los estados resuelvan, 
ellos sí, con plena jurisdicción y con los elementos jurídicos y de hecho necesarios 
para emitir un fallo que garantice y proteja efectivamente los derechos subjetivos 
lesionados de los gobernados. 
 
Es cuanto Presidente.  
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Muchas gracias al 
Comisionado Carlos Bonnin.  
 
Y el Comisionado Ponente pide nuevamente la palabra.  



 
Comisionado Joel Salas Suárez: Sí, muy breve, sólo para agradecer los 
comentarios de la Comisionada Kurczyn. Sin duda esto resucita una vieja 
discusión, todos sabemos que es la postura que mantenía la Comisionada Cano y 
el Comisionado Guerra, y yo tomo la intervención del Comisionado Guerra, porque 
ahora con la nueva configuración creo que es algo que vale la pena que 
discutamos entre nosotros los Comisionados, pero aprovechando el 
posicionamiento que tuvo el Comisionado Bonnin, pues los argumentos que él dio 
evidentemente yo los haré propios, porque coincido plenamente con la 
interpretación que él está haciendo, pero sin duda susceptible de discusión, 
porque no lo hemos hecho con esta nueva configuración del  Pleno, y creo que es 
muy importante en el marco del Sistema Nacional de Transparencia que el INAI 
pueda transmitir con claridad cuáles son sus criterios interpretativos. 
 
Y dado que es un asunto, como lo decíamos, hay 14 Sistemas Locales 
Anticorrupción claramente instalados y que es un asunto que puede ser cada vez 
de mayor interés para la población, pues vale la pena que en el marco del Sistema 
Nacional de Transparencia podamos explicar, a cabalidad, la interpretación que 
hacemos del artículo que yo comparto en sus términos, la interpretación que hizo 
el Comisionado Bonnin, en donde nos da los parámetros de interpretación para 
que, finalmente, sea el propio Órgano Garante quien instruya una nueva 
resolución.  
 
Y comparto también la preocupación que hace el Comisionado guerra en términos 
de que no sé si infinitum, pero sí se dilata un poco el término para que sea 
plenamente garantizado el derecho de acceso, pero desde el punto de vista de 
esta ponencia y como fue muy bien explicado por el Comisionado Bonnin, no 
podemos nosotros suplir las competencias del órgano primario, que en este caso 
es el Órgano Garante Nacional, perdón, estatal de Nuevo León.  
 
Y nosotros como Órgano Nacional dictamos los parámetros sobre los cuales debe 
de actuar para poder subsanar esas posibles omisiones que están contenidas en 
este proyecto, pero creo que es un tema que vale la pena volver a abrirlo a la 
discusión de cara a la nueva configuración del Pleno.  
 
Y agradezco los tres comentarios.  
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Gracias al 
Comisionado ponente.  
 
El Comisionado Oscar Guerra ha solicitado, de nueva cuenta, la palabra.  
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: Dos cosas, rápidamente.  
 
Entiendo y hace una discusión, qué bueno que lo menciona el Comisionado Salas, 
tendríamos que ver y discutir con la nueva composición del Pleno, esta situación. 
 



Yo no digo que intervengamos o que pongamos por arriba, el chiste es la orden 
que tú vas a dar, en las órdenes que nos dan los jueces a nosotros, es la orden 
que vas a dar.  
 
Finalmente ellos van a resolver, pero bajo una orden, una directriz que tú le estás 
dando. La directriz es, señor, esta información es pública, en versión pública, o no 
la reserva, porque yo ya la analicé, él tendrá que sustanciar y hacer todo, pero ya 
la directriz.  
 
La otra es, hazte de la información. Pero, bueno, sé que ahí hay diferencias, yo no 
digo, porque si nosotros aquí resolviéramos, entonces ya el órgano no tendría que 
resolver, tiene que resolver evidentemente, o sea ahí es la intensidad de la 
directriz; la directriz puede ser, evidentemente: Entrega la información, dado que 
es información que cae en el supuesto de no aplicar la reserva por ser actos de 
corrupción y allégate los recursos.  
 
Sí, pero ya con la orden en ese sentido, creo que hay un matiz ahí, pero 
tendremos que verlo. 
 
Y lo que sí quiero destacar, y creo que estamos todos de acuerdo, es importante, 
ya lo mencionaba Joel, hay 14 Sistemas, como esta causal de no reserva o de 
excepción, así como es la violación de graves derechos humanos y delitos de lesa 
humanidad, es la primera vez que lo estamos aplicando y ordenando, dado que 
ese sistema como tus 14 u otros 13 más, ya están, ojalá que esto se pueda 
generalizar para todo el país y que era la intención, y más en las épocas que 
vienen, evidentemente que esa información pueda ser pública en versiones 
públicas y no tengamos que reservarla o esperar todos los plazos a que cause 
Estado. Creo que es la parte que yo destacaría más en la resolución que vamos a 
tomar, por eso mi voto lo hago particular.  
 
Gracias.  
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Pues muchas 
gracias.  
 
Yo reconozco la erudita exposición del Comisionado Bonnin, que en buen derecho 
y en mejor doctrina ha dado cuenta de una de esas exposiciones que se requieren 
también en este tipo de órganos para iluminar las posiciones.  
 
Desde luego que comparto también la exigencia práctica o pragmática de Oscar 
Guerra, que con todo sentido de oportunidad dice: Bueno, que no se malinterprete 
el sentido de la, o bueno él quisiera estable, que en estos casos en los que 
pudiera parecer indiscutible, que la reserva incurra en la excepción que está 
prevista por casos de corrupción, se pueda ya de una vez por todos aprovechando 
la oportunidad de decirle y de una vez entregas y entregas. 
 



Pero yo quisiera solamente traer al recuerdo los memorables pasajes que vivieron 
especialmente Oscar Guerra, Eugenio Monterrey y Blanca Lilia Ibarra, porque era 
Comisionada de Puebla, cuando se conjeturaba –Presidenta del Órgano Garante 
de Puebla-, cuando se conjeturaba en aquellos tiempos el temor de los órganos 
locales a estas potestades de la revisión y de la atracción. 
 
Y es dable recordar, porque precisamente estas se fueron superando a la luz de 
una gran interpretación y de los argumentos que hicieron que en la legislación y a 
nivel de la Constitución se plasmaran estas delicadas competencias del Órgano 
Garante Nacional, que por eso es nacional, indefectiblemente, porque de otra 
suerte sería federal como lo era antes, exclusivamente, porque tiene estas dos 
potestades, la de revisión con las acotaciones que ha dicho puntualmente, 
especialmente Carlos Bonnin y, desde luego también lo hizo el ponente y Patricia 
Kurczyn y porque, desde luego el sistema sí, pero en lo jurisdiccional 
estrictamente son estas las dos potestades que distinguen la condición nacional.  
 
Lo otro es una potestad de coordinación y de aglutino, y se aglutina en un 
ejercicio, en una integración. Pero estas son las dos, simplemente las recuerdo 
para que no se pierda de vista que estamos ya ejerciendo estas potestades 
novedosas y que en su momento causaron grandes controversias.  
 
Pues vamos a caminar en el orden del día, dando cuenta, Secretario, por favor, 
recabar la votación.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Con forme a su 
instrucción, Comisionado Presidente. 
 
Se somete a su consideración, señoras y señores comisionados, el recurso de 
inconformidad, identificado con la clave RIA 0078/18 que propone revocar la 
resolución emitida por la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del 
estado de Nuevo León. 
 
Le pido al Comisionado Bonnin manifieste, por favor, el sentido de su voto.  
 
Comisionado Carlos Alberto Bonnin Erales: Con el proyecto.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Guerra.  
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: A favor, con voto particular.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Ibarra.  
 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: A favor.  
 



Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Kurczyn.  
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: A favor en sus términos.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Monterrey. 
 
Comisionado Rosendoevgueni Monterrey Chepov: A favor del proyecto.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Salas.  
 
Comisionado Joel Salas Suárez: A favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Presidente Acuña.  
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: A favor también.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: En consecuencia, 
se aprueba por unanimidad, con el voto particular del Comisionado Guerra, el 
recurso de revisión, identificado con la clave RIA 0078/2018, en el sentido de 
revocar la resolución emitida por la Comisión de Transparencia y Acceso a la 
Información del estado de Nuevo León. 
 
Es cuanto, Comisionado Presidente.  
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Gracias, Secretario.  
 
Vamos a continuar con esta otra nueva faceta de las intervenciones del INAI, 
ahora esta que tiene que ver en el punto ya de los acuerdos, el cuarto punto 
dedicado a las denuncias, a la tramitación de las denuncias por incumplimiento de 
transparencia que se han venido ampliando, que se han venido multiplicando 
porque ya empiezan a ser motivo de ejercicio ciudadano. 
 
Así es que, por favor, Secretario, nos da cuenta del acuerdo. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Con gusto. 
 
Se pone a su consideración, señoras y señores Comisionados los proyectos de 
resolución de las denuncias por incumplimiento de las obligaciones de 
transparencia que propone la Secretaría de Acceso a la Información identificadas 
con las claves siguientes: DIT 0122/2018 interpuesta en contra de la Agencia de 
Investigación Criminal; DIT 0123/2018 interpuesta en contra de la Procuraduría 
General de la República. 
 



En contra del Movimiento de Regeneración Nacional, las DIT 0125 y DIT 0126, 
ambas de 2018; y la DIT 0128/2018 interpuesta en contra de la Auditoría Superior 
de la Federación. 
 
Por lo que les solicito sean tan amables de expresar el sentido de su voto. 
 
Comisionado Bonnin. 
 
Comisionado Carlos Alberto Bonnin Erales: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Guerra. 
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Ibarra. 
 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: También, a favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Kurczyn. 
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Monterrey. 
 
Comisionado Rosendoevgueni Monterrey Chepov: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Salas. 
 
Comisionado Joel Salas Suárez: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Presidente Acuña. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: A favor. 
 
En consecuencia, se aprueban por unanimidad de las y los Comisionados, las 
resoluciones mencionadas. 
 
Es cuanto, Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Gracias, Secretario. 
 



Vamos a continuar con el Orden del Día en la sección de acuerdos con el quinto 
punto de éstos, favor de dar cuenta de su contenido. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Con gusto. 
 
Por instrucciones del Comisionado Presidente, se somete a su consideración, 
señoras y señores Comisionados el proyecto mediante el cual se aprueba la 
adición de un capítulo del Código de Ética del Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, identificado con la 
clave ACT-PUB/04/07/2018.05, por lo que les solicito sean tan amables de 
expresar el sentido de su voto. 
 
Comisionado Bonnin. 
 
Comisionado Carlos Alberto Bonnin Erales: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Guerra. 
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Ibarra. 
 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Kurczyn. 
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Monterrey. 
 
Comisionado Rosendoevgueni Monterrey Chepov: A favor. 
  
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Salas. 
 
Comisionado Joel Salas Suárez: A favor.  
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Presidente Acuña. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: A favor también. 
 



Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Se aprueba por 
unanimidad de las y los Comisionados, el acuerdo mencionado. 
 
Es cuanto, Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: Gracias, Secretario, 
vamos al sexto punto del Orden del Día, correspondiente al proyecto de acuerdo 
listado, es tan amable de darle referencia, por favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Con gusto. 
 
Por instrucciones del Comisionado Presidente, se somete a su consideración 
señoras y señores Comisionados, el proyecto de acuerdo mediante el cual se 
aprueba la procedencia de la excusa del Comisionado Carlos Alberto Bonnin 
Erales, para conocer, tramitar, resolver y votar la resolución del recurso de revisión 
número RRA 4313/2018 interpuesto en contra del Senado de la República, 
identificado con la clave ACT-PUB/04/07/2018.06, por lo que les solicito sean tan 
amables de expresar el sentido de su voto. 
 
Comisionado Guerra. 
 
Comisionado Óscar Mauricio Guerra Ford: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Ibarra. 
 
Comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionada 
Kurczyn. 
 
Comisionada María Patricia Kurczyn Villalobos: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Monterrey. 
 
Comisionado Rosendoevgueni Monterrey Chepov: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Salas. 
 
Comisionado Joel Salas Suárez: A favor. 
 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: Comisionado 
Presidente Acuña. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: A favor también. 



 
Secretario Técnico del Pleno Hugo Alejandro Córdova Díaz: En consecuencia, 
se aprueba por unanimidad de las y los Comisionados el acuerdo mencionado. 
 
Es cuanto, Comisionado Presidente. 
 
Comisionado Presidente Francisco Javier Acuña Llamas: En consecuencia, 
Secretario, muchas gracias. 
 
Secretario, muchas gracias. 
 
Y no habiendo más asuntos qué tratar, se da por concluida la sesión del Pleno de 
hoy 4 de julio de 2018, siendo las 13 con 52 minutos. 
 
Gracias. 
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